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RESUMEN 

 

La investigación realizada nació en base a la preocupación que generó la 
creciente cantidad de errores cometidos por el Servicio de Rentas Internas, al 
momento de motivar sus actos administrativos; planteándonos como objetivo 
primordial analizar las consecuencias jurídicas ocasionadas en perjuicio de los 
contribuyentes y las posibles acciones legales de carácter administrativo, 
judicial y hasta constitucional que se podrían plantear, para tutelar sus 
legítimos derechos e intereses. 
 
Pretendemos enriquecer la figura de la motivación jurídica, a través de un 
estudio doctrinal, normativo y jurisprudencial, que ayude a las entidades de 
control de nuestro país, a evitar el detrimento de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos consagrados en la Constitución de la República. 
 
La investigación realizada desarrolló de forma sistemática los principales temas 
que conforman el ámbito de aplicación del Derecho Administrativo, por ejemplo 
su evolución histórica, importancia, objeto, todo lo referente a la administración 
pública; la normativa regulatoria del acto administrativo, la responsabilidad 
generada en el funcionario público, etc. 
 
Paralelamente se entrelazo la teoría del Derecho Administrativo, con el 
ejercicio práctico del Derecho Tributario, revisando las características y 
estructura del Servicio de Rentas Internas, sus fortalezas y debilidades; para 
luego examinar varios casos prácticos de actos administrativos emitidos en 
ejercicio de las facultades tributarias. 
 
Al finalizar este proyecto de investigación obtuvimos la penosa conclusión, de 
la  evidente falta de motivación jurídica de un buen número de resoluciones 
emitidas por el SRI, generando vicios de nulidad absoluta, por la frecuente 
arbitrariedad o abuso de poder de los funcionarios de este órgano de la 
administración pública  y el consecuente soslayo de los derechos de los 
administrados. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

ABSTRACT 

 

The research made had its origin on the concern about the increasing amount 
of mistakes made by the Internal Revenue Service (Servicio de Rentas 
Internas, SRI) at the moment of motivating its administrative acts. We 
considered as our fundamental objective to analyze the judicial consequences 
caused to the detriment of the taxpayers and the possible legal actions at the 
administrative, judicial and, even, constitutional level that can be derived, to 
custody their legal rights and interests.   
 
We pretend to enrich the figure of judicial motivation, through a legal, normative 
and jurisprudence study that gets to help the entities of control from our country, 
in order to avoid the detriment of the fundamental rights of the citizens 
established on the Political Constitution of the State.  
 
The research made developed in a systematic way the principal topics that form 
the scope of application of the Administrative Law, such as its historical 
evolution, importance, objective, everything referring to public administration; 
the regulatory norms of the administrative act, the responsibility generated on 
the public officer, etc.  
 
At the same time, the theory of Administrative Law and the practical exercise of 
Tax Lax were linked checking the characteristics and structure of the Internal 
Revenue Service (Servicio de Rentas Internas, SRI), as well as its strengths 
and weaknesses. Then, several practical cases of administrative acts issued in 
exercise of the tax authority were examined. 
 
By the end of this research project we obtained the embarrassing conclusion, of 
the evident lack of judicial motivation of a great number of resolutions issued by 
the SRI, generating processes of annulment, due to the frequent arbitrariness or 
abuse of power of the officers of this public administration entity and the 
consequent avoidance of the taxpayers´ rights.  
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  INTRODUCCIÓN 

 

En la actualidad tanto el Derecho Administrativo como el Derecho Tributario, 

tienen especial significado, vigencia y aplicación práctica en el Ecuador, 

principalmente a consecuencia de la esencia netamente económica de la vida 

cotidiana del hombre en el mundo de hoy y el creciente intervencionismo del 

Estado. 

 

Estos preceptos, sumados a la necesidad de captar recursos, le han obligado a 

la Administración Tributaria a implementar una rigurosa política para crear 

cultura tributaria en los contribuyentes, generado la imperiosa obligación de 

profundizar el estudio de las diferentes figuras e instituciones que conforman 

estas notables ramas de la ciencia jurídica. 

 

Este proceso de inducción encaminado a la masa de contribuyentes de nuestro 

país, se ha realizado en base a intensivas campañas de control, fiscalización y 

sanción, dirigidas a diversos segmentos de la economía; procesos que algunos 

los calificamos como abruptos, agresivos y hasta anti-técnicos, pero que sin 

lugar a dudas todos coincidiremos que eran necesarios, para contribuir a la 

masificación del cumplimiento de las obligaciones tributarias a nivel de todo el 

territorio ecuatoriano. 

 

En el presente trabajo de investigación se abordará un extenso marco teórico 

referente a la evolución, importancia, estructura y conceptos relacionados al 

Derecho Administrativo, especialmente todo lo concerniente al ejercicio de la 

función administrativa y la emisión del acto administrativo, profundizando de 

este último el estudio de la motivación jurídica como uno de sus elementos 

esenciales que determinan su existencia, eficacia y validez en el mundo del 

derecho. 

 

El acto administrativo constituye un mecanismo legal encaminado a resolver 

circunstancias jurídicas de carácter particular, obligando a todas las 



 
 

instituciones que forman parte de la administración pública, incluyendo el 

Servicio de Rentas Internas, como organismo facultado para ejercer la 

Administración Tributaria, a motivar como en derecho se requiere todos los 

actos administrativos que emanen de la investidura otorgada por su 

competencia. 

 

Partiendo de la premisa que la motivación jurídica constituye uno de los pilares 

fundamentales de un Estado de Derecho, parecería absurdo que a principios 

del siglo XXI, hablemos de actos administrativos sin la debida motivación 

jurídica; empero, cada vez con mayor frecuencia la Administración Tributaria 

denota su incapacidad de cumplir cabalmente con esta obligación, conforme lo 

demostraremos en el análisis de varios casos prácticos de resoluciones en 

sede administrativa y sentencias judiciales, que serán objeto de análisis del 

presente trabajo de titulación. 

 

Esta revisión se realizará en base a las publicaciones de Derecho 

Administrativo de los principales tratadistas ecuatorianos e hispanoamericanos, 

complementándolo con un repaso del panorama normativo del      

ordenamiento jurídico ecuatoriano, en las áreas Constitucional, Administrativa y 

Tributaria. 

 

De la misma forma examinaremos legislación comparada y jurisprudencia de 

las principales salas de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de 

Justicia), para establecer las principales deficiencias encontradas en la 

motivación jurídica de las decisiones emitidas por la administración      

tributaria. 

 

Es menester analizar las consecuencias jurídicas que genera la falta de 

motivación o falsa motivación jurídica, no solo desde el punto de vista de la 

nulidad del acto administrativo, sino también las secuelas que genera su 

incumplimiento en la sociedad y en los contribuyentes. 

 



 
 

Finalmente y como objetivo primordial de este trabajo de investigación, 

buscaremos generar diversas propuestas para la socialización de las 

consecuencias jurídicas de la falta de motivación de los actos administrativos 

en materia tributaria, tendiente a implementar mecanismos de defensa para 

evitar la vulneración o detrimento de los legítimos derechos de los 

contribuyentes, encaminando así su ejemplar cumplimiento. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

CAPÍTULO I 

Generalidades del Derecho Administrativo  

 

1.1      EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO ADMINISTRA TIVO. 

 

1.1.1 EVOLUCIÓN HUSTÓRICA DEL DERECHO ADMINISTRATIV O EN 

EUROPA. 

 

El Derecho Administrativo tiene sus primeros vestigios, en el antiguo pueblo 

romano, considerando que su sistema jurídico aparte de distinguir 

conceptualmente las ramas del derecho en Público y Privado, promulgó una 

serie de normas encaminadas a regular las actuaciones de las instituciones y 

funcionarios públicos, tendiente a garantizar la correcta marcha de su 

estructura de gobierno. 

 

Estas nociones básicas se expandieron en toda Europa a lo largo de la edad 

media, no obstante el Derecho Administrativo como lo conocemos tuvo sus 

inicios a consecuencia de la Revolución Francesa de 1789, considerada un hito 

histórico que dio paso a la era moderna y promovió en toda Europa la 

implementación de nuevas formas de organización política, económica y  

social.  

 

Al respecto el Dr. Efraín Pérez, en su obra Manual de Derecho Administrativo 

expuso: 

 

“Con posterioridad a la Revolución Francesa se estableció el 

Derecho Administrativo principalmente como la materia de una 

jurisdicción diferente de la jurisdicción civil de los jueces comunes. 

Para preservar la independencia de la Administración Pública se 



 
 

dispuso que la misma Administración juzgara las acciones y 

actividades de sus funcionarios”.1 

 

La Revolución Francesa al igual que las consecuentes revoluciones liberales, 

dieron cabida a la concepción actual de un Estado de Derecho, siendo esta la 

premisa fundamental para la coexistencia del Derecho Administrativo, ya que 

por su naturaleza y finalidad lo hace incompatible con un régimen absolutista o 

totalitario.  

 

Esta estrecha relación se produce considerando que el Estado de Derecho 

requiere de una serie de normas jurídicas de carácter obligatorio, no sólo para 

regular la convivencia de los gobernados entre sí, sino también para reglar las 

actuaciones de los gobernantes y las diferentes actividades del Estado, entre 

ellas la función administrativa. 

 

1.1.2 Evolución Histórica del Derecho Administrativ o en el Ecuador y 

América Latina. 

 

La corriente Europea se trasladó a América Latina, sin embargo no fue 

adoptada íntegramente, considerando que en principio la administración 

pública juzga sus propias actuaciones, pero finalmente es la jurisdicción 

ordinaria, a través de los Tribunales Contenciosos que dirimen estos conflictos 

con plena competencia, diferenciándose así del sistema jurídico de Derecho 

Administrativo implementado en la mayor parte del viejo continente.  

 

El Ecuador no es la excepción ya que desde el inicio de la república hasta 

nuestros tiempos, impera el sistema jurídico Romano Napoleónico, 

manteniendo intactas sus principales instituciones jurídicas y caracterizándose 

por la implantación literal de las figuras desarrolladas en otras legislaciones 

como la española y la italiana en Europa, y la chilena y la colombiana en 

América Latina. 
                                                 
1 Efraín Pérez, “Manual de Derecho Administrativo”, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito-Ecuador, 2008, pag 2.  



 
 

 

En nuestro país tenemos registros de la existencia de normas asociadas al 

Derecho Administrativo partiendo desde la Constitución Quiteña y de Cádiz en 

1812, sin embargo su nacimiento propiamente se genera en las constituciones 

de la era republicana y se consolida a lo largo de la historia, con la emisión de 

una gran cantidad de leyes, reglamentos y resoluciones, como por ejemplo: “La 

Ley Orgánica de la Administración Financiera y Control”, “Ley de Servicio Civil 

y Carrera Administrativa”, “Ley de Contratación Pública”, “Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva”, entre otros importantes 

cuerpos legales. 

 

1.2 IMPORTANCIA DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. 

 

En nuestro país, al igual que en América Latina y Europa, esta rama de la 

ciencia jurídica no tuvo mayor relevancia hasta principios del siglo XIX, empero 

en los últimos años ha tomado vital importancia, especialmente por el creciente 

intervencionismo del Estado en todos los espacios de la vida privada. 

 

Es así que en el ámbito particular, no podemos solucionar la gran cantidad de  

contiendas legales que surgen en el día a día, únicamente con la aplicación del 

Derecho Civil, requiriendo cada vez con mayor frecuencia la atención del 

Derecho Administrativo; al respecto el Dr. Nicolás Granja Galindo menciona en 

su obra  “Fundamentos del Derecho Administrativo” que:  

 

“Como se colige, puede afirmarse que también en nuestro país, así 

como en los demás, sin ningún temor de exageración, no existe hoy 

en día ninguna actividad que en su ejercicio, no esté condicionada y 

reglamentada por las variadas disposiciones administrativas, o sea 

por el Derecho Administrativo”2 

 

                                                 
2 Nicolás Granja Galindo, “Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 27.  



 
 

De igual manera el Derecho Administrativo, tiene notoriedad en el ámbito 

público, considerando que su normativa soluciona las disputas surgidas en el 

ejercicio de la función administrativa por los diferentes órganos y funcionarios 

que conforman la administración pública. 

 

Finalmente no podemos obviar el importantísimo rol que desempeña el  

sistema jurídico en materia administrativa, al instituirse como un mecanismo de 

control que evite y sancione posibles abusos de poder cometidos por los 

funcionarios de la administración pública, representando a la vez un 

instrumento palpable para garantizar los legítimos derechos constitucionales de 

los administrados. 

 

1.3        ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL DERECHO ADMINIS TRATIVO. 

 

Para estudiar al Derecho Administrativo, debemos necesariamente analizar los 

grandes temas que componen su objeto de aplicación, sin hacer referencia 

exclusiva al régimen jurídico de la administración pública como se ha 

pretendido enmarcarlo tradicionalmente, ya que su estructura y contenido es 

sumamente  extenso. 

 

Marco Monroy Cabra al analizar el alcance del Derecho Administrativo, 

demuestra el dilatado campo de acción de esta disciplina del Derecho Público 

al manifestar lo siguiente: 

 

“En cuanto al contenido de este derecho, se puede decir que estudia 

la teoría de los actos administrativos, de los contratos 

administrativos, la teoría de los servicios públicos, la organización de 

la administración, los agentes de la administración, el dominio 

público, la Responsabilidad del estado, el poder de policía y todo lo 

relacionado con la jurisdicción contenciosoadministrativa”3. 

 
                                                 
3 Marco Monroy Cabra, “Introducción al Derecho”, Editorial Temis, Bogotá-Colombia, 1996, 
pág. 184. 



 
 

Es incuestionable que el Derecho Administrativo, constituye una rama 

magnánima de la ciencia jurídica, con un gran y práctico ámbito de aplicación, 

especialmente en nuestra era, al constituirse como un mecanismo para 

garantizar la legal y legítima actuación de todos los entes que conforman la 

administración pública; tal como lo expresó el Profesor Georges Vedel al 

exponer que “Todo país civilizado poseería un derecho administrativo, puesto 

que necesariamente posee un conjunto de normas que rigen la acción de la 

administración”4 

 

En resumen la aplicación del Derecho Administrativo deriva de una doble 

condición o límite; el primero de carácter subjetivo pues afecta actividades 

propias de la administración pública o de personas jurídicas privadas 

dependientes o vinculadas a una u otro; el segundo de carácter objetivo o 

funcional, en el momento en que estas entidades, basadas en su competencia, 

jerarquía y poder representativo, ejercen actividades propiamente 

administrativas. 

 

1.4 INTERRELACIÓN ENTRE EL DERECHO ADMINISTRATIVO Y  EL 

DERECHO TRIBUTARIO. 

 

Estas ramas de la ciencia jurídica se encuentran estrecha e históricamente 

relacionadas, considerando que nacieron, se desarrollaron y mantienen hasta 

la actualidad varios puntos en común, los mismos que transcribo a 

continuación: 

 

� El Derecho Tributario ha tomado los principios fundamentales del 

Derecho Administrativo, para posteriormente desarrollarlos en base a su 

nivel de especialidad y a la evolución de las diversas necesidades y 

convencionalismos sociales; por ejemplo, los principios relativos a la 

autonomía o autarquía,  descentralización, responsabilidad disciplinaria 

                                                 
4 Vedel, Georges, “Derecho Administrativo”, Madrid-España, Biblioteca Jurídica Aguilar, 1980,  
pág. 40. 
 



 
 

y función pública atinentes a la organización y actividad financiera,     

etc. 

 

� El Derecho Tributario tiene el mismo sujeto activo que el Derecho 

Administrativo, que es la administración pública (Estado), a través de su 

organismo especializado en materia impositiva según la legislación 

interna de cada país. 

 

� El Derecho Tributario tiene el mismo sujeto pasivo o destinatario que el 

Derecho Administrativo, que es el administrado o contribuyente como se 

lo conoce comúnmente en el ámbito fiscal, único encargado de cumplir 

cabalmente con la obligación según se naturaleza. 

 

� En nuestro país el Presidente de la República como jefe máximo de la 

administración pública, es el único que tiene iniciativa legislativa en 

materia tributaria o financiera, es decir que exclusivamente se pueden 

crear, modificar o extinguir tributos a través de proyectos de ley 

emanados de esta autoridad de la Función Ejecutiva (Administración 

Pública Central).5 

 

� Los órganos públicos encargados de la aplicación de las leyes 

impositivas y de la vigilancia de su cumplimiento son de carácter 

netamente administrativo, por lo tanto la actividad de estos organismos 

está regulada a la vez por la legislación fiscal y la normativa 

administrativa. 

 

                                                 
5 Las normas constitucionales atinentes a la iniciativa legislativa en materia tributaria, son los 
artículos 135 y 301 de la Constitución de la República del Ecuador, mismas que disponen: “Art. 
135.- Sólo la Presidenta o Presidente de la República podrá presentar proyectos de ley que 
creen, modifiquen o supriman impuestos, aumenten el gasto público o modifiquen la división 
político administrativa del país.”  
“Art. 301. Sólo por Iniciativa de la Función Ejecutiva y mediante ley sancionada por la 
Asamblea Nacional se podrá establecer, modificar, exonerar o extinguir impuestos. Sólo por 
acto normativo de órgano competente se podrán establecer, modificar, exonerar y extinguir 
tasas y contribuciones. Las tasas y contribuciones especiales se crearán y regularán de 
acuerdo con la ley.” 



 
 

� Todas aquellas facultades otorgadas por la legislación tributaria en 

beneficio de un funcionario público, se ejercen a través de actos 

administrativos, que constituyen una las instituciones jurídicas 

principales reguladas por el Derecho Administrativo. 

 

� Existen varias leyes promulgadas en base a normas esencialmente 

administrativas, pero que también atañen y sirven como instrumento  

práctico para el control de las cargas impositivas en nuestro país; 

principalmente en este proyecto de investigación, podemos recalcar las 

siguientes: “Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas”, “Ley de 

Régimen Municipal” (hoy derogada y remplazada por la Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial, Autonomía y Descentralización), etc; normas 

jurídicas que en la actualidad le otorgan especial vigencia, importancia y 

utilidad al Derecho Administrativo y Tributario. 

 

� Las normas de carácter tributario establecen la organización, funciones, 

competencias, facultades y procedimientos que deben seguir los 

órganos de la administración pública que tienen a su cargo la 

recaudación de impuestos. 

 

1.5 AUTONOMÍA DEL DERECHO TRIBUTARIO. 

 

Como pudimos observar la relación existente entre estas ramas del derecho es 

estrecha, inclusive tradicionalmente se establecía que el Derecho Tributario, 

formaba parte del Derecho Administrativo, sin hacer ningún tipo de distinción 

en su estudio y desarrollo doctrinal; no obstante con el trascurso del tiempo se 

ha reconocido al Derecho Tributario como una ciencia jurídica autónoma, 

distinta a cualquiera de las disciplinas que conforman el Derecho Público. 

 

Cabe mencionar que hasta la actualidad existen varios tratadistas de renombre 

como Alessi, Gaetano, Becker, Barros Carvalho o Vita que incorporan al 

Derecho Tributario como un capítulo integrante de la estructura del Derecho 



 
 

Administrativo, basados en que la actividad ejecutada por el estado para 

recaudar tributos, es una función administrativa típica, que no difiere en su 

esencia de las otras funciones realizadas por la administración pública, regidas 

por el Derecho Administrativo. 

 

Esta posición es respetable pero definitivamente no la podemos compartir, 

motivo por el cual a continuación señalamos las principales diferencias teóricas 

y prácticas determinadas al contraponer la esencia, forma y contenido de estas 

disciplinas jurídicas: 

 

� El Derecho Administrativo se encarga de estudiar la organización y las 

funciones de las instituciones del Estado, especialmente aquellas que 

pertenecen al poder ejecutivo, mientras que el Derecho Tributario se 

encarga de regular el nacimiento, la determinación y aplicación de los 

tributos, los derechos y obligaciones que nacen tanto para el sujeto 

obligado como para el Estado acreedor. 

 

� El Derecho Administrativo tiene la función de organizar y dirigir a los 

organismos de la administración pública, por el contrario el Derecho 

Tributario tiene la función de fiscalizar tanto al Estado como a los 

contribuyentes. 

 

� En el aspecto teórico se diferencian por los principios básicos que los 

regulan, ya que el Derecho Administrativo se sustenta en principios 

como: Principio de Separación de las Autoridades Administrativas y 

Jurisdiccionales, Principio de Legalidad Administrativa, Principio de 

Responsabilidad del Poder Público, etc. En el caso del Derecho 

Tributario se sustenta en los siguientes principios: Principio de legalidad, 

Principio de Equidad, Principio de Proporcionalidad, Principio de 



 
 

Igualdad, Principio de Irretroactividad, Principio de Capacidad 

Contributiva o Progresividad, etc.6 

 

� El Derecho Tributario está compuesto por todas aquellas normas 

jurídicas que regulan una actividad social concreta (actividad financiera); 

el Derecho Administrativo tiene una distinta actividad social concreta 

(actividad gubernamental). 

 

� Muy importante resulta la diferencia que existe en el reconocimiento 

normativo, ya que la legislación de nuestro país, distingue en la 

Constitución las funciones administrativas y las potestades tributarias del 

Estado; en este sentido también se diferencian al existir codificación de 

sus normas regulatorias en cuerpos jurídicos distintos. 

 

� El objeto esencial del Derecho Tributario desde el punto de vista del 

contribuyente consiste en una obligación de dar, a diferencia del 

Derecho Administrativo cuyo objeto esencial desde el punto de vista del 

administrado consiste en una obligación de hacer o no hacer según 

corresponda. 

 

� El Derecho Tributario tiene autonomía conceptual, es así que incluso se 

han desarrollado en los últimos tiempos subdivisiones de esta ciencia 

jurídica, como el Derecho Penal Tributario, el Derecho Constitucional 

Tributario, el Derecho Internacional Tributario, etc, las cuales  

constituyen disciplinas jurídicas conceptualmente ajenas al Derecho 

Administrativo.  

                                                 

6 La Constitución de la República del Ecuador consagra expresamente en su artículo 300 los 
principios en los cuales se fundamenta el sistema tributario de nuestro país, norma que 
menciona expresamente lo siguiente: “Art. 300.- El régimen tributario se regirá por los principios 
de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactlvidad, equidad, 
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizarán los impuestos directos y progresivos. 
La política tributaria promoverá la redistribución y estimulará el empleo, la producción de bienes 
y servicios, y conductas ecológicas, sociales y económicas responsables.” 



 
 

 

� Estas ciencias jurídicas tienen independencia académica, siendo la 

prueba fehaciente de esta autonomía dogmática, el pensum de estudio 

de las facultades de derecho alrededor de todo el mundo, ya que las 

instituciones educativas hace varias décadas separan la enseñanza de 

estas disciplinas jurídicas. 

 

� El Derecho Tributario tiene instituciones jurídicas propias, creadas por el 

legislador para facilitar la recaudación de tributos, no necesariamente se 

sostiene y afianza en base a instituciones del Derecho Administrativo u 

otras ramas del derecho en general; en este sentido la Dra. Graciela R. 

Manera de Fatín establece en su obra “Principios del Derecho 

Constitucional Tributario” que: “El derecho tributario material goza de 

autonomía científica en cuanto pueden crear sus propios conceptos e 

instituciones y darles a los del derecho privado una significación 

diferente”. 7 Esta autora culmina su comentario exponiendo que el 

Derecho Tributario material posee conceptos propios y distintos a otra 

rama jurídica. 

 

Las diferencias antes mencionadas no dejan cabida a ninguna duda de la 

autonomía del Derecho Tributario respecto al Derecho Administrativo, sin 

embargo esta posición no  debe inducir al erróneo convencimiento de una total 

y rígida separación de tal disciplina respecto a las otras ramas que forman 

parte del derecho. 

 

Al igual que todas las ciencias jurídicas, el Derecho Tributario interactúa con 

múltiples disciplinas para su desenvolvimiento y se encuentra ampliamente 

relacionado con otras ramas del derecho; al respecto el jurista Oswaldo H. 

Soler expresa que:  

 

                                                 
7 Graciela R. Manera de Fatín, “Principios del derecho constitucional tributario”, Alveroni 
Ediciones, Córdoba – Argentina, 2010, pag. 55.    



 
 

“Autonomía no es aislamiento, pues ninguna rama del derecho se 

basta a sí misma ni podrá subsistir aislada. El derecho es uno sólo y 

todas las disciplinas jurídicas son partes independientes de un todo 

orgánico”8 

 

1.6  LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. 

 

Conforme lo mencionamos en los títulos precedentes uno de los principales 

conceptos que conforman el ámbito de aplicación del Derecho Administrativo, 

constituye el estudio de las diversos principios, clasificaciones y normas 

regulatorias de la administración pública, siendo necesario el desarrollo de esta 

institución jurídica en el presente trabajo de investigación ya que el sujeto 

activo, emisor de los actos administrativos que analizaremos más adelante, es 

la administración tributaria encarnada por el Servicio de Rentas Internas, 

órgano especializado que forma parte de la administración pública central. 

 

1.6.1 CONCEPTO DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. 

 

En sentido etimológico,  administración proviene del latín “ad” y “ministrare” que 

significa “servir a”, término generalmente utilizado para referirse a los antiguos 

magistrados del imperio romano; cabe mencionar que para un sector 

minoritario de expertos, esta palabra proviene del latín “ad” y “manusltrahere” lo 

que implica “manejar, gestionar, traer a la mano”; no obstante, cualquiera que 

fuere el origen filológico de este vocablo, su significación es casi idéntica ya 

que representa una actividad subalterna o subordinada.  

 

Antes de entrar a analizar los aspectos fundamentales de la administración 

pública o la función administrativa, es necesario esbozar los principales 

conceptos doctrinarios de esta institución jurídica, los mismos que dejo 

sentados a continuación: 

 
                                                 
8 Oswaldo Soler H., “Derecho Tributario Económico – Constitucional – Sustancial - 
Administrativo – Penal”, Editorial La Ley, Buenos Aires – Argentina, año 2005, pag. 72.  



 
 

Según Jean Rivero la administración pública es.  

 

“La actividad por la cual las autoridades públicas procuran, utilizando 

en caso necesario, las prerrogativas del poder público, la 

satisfacción de necesidades de interés público”.9 

 

Guillermo Cabanellas cataloga a la administración pública como: “El Poder 

Ejecutivo en acción, con la finalidad de cumplir y hacer cumplir cuanto interesa 

a la sociedad en las actividades y servicios públicos.”10 

 

El Dr. Nicolás Granja la define como:  

 

“Una ciencia y arte, a la vez, que tiene por objeto el conocimiento y 

práctica de múltiples actividades, o servicios ejercidos        

consciente e intencionalmente por los órganos administrativos y 

servidores públicos en general, en razón del mandato o 

representación del Estado, para lograr diferentes fines a favor de la 

comunidad.” 11  

 

Nuestra Constitución define a la administración pública en su artículo 227 

como: 

 

“Un servicio a la colectividad que se rige por los principios de 

eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación, participación, planificación, 

transparencia y evaluación.”12 

 

                                                 
9 Jean Rivero, “Derecho Administrativo”, París – Francia, Caracas – Venezuela, Editorial Dalloz, 
2006, pág. 14. 
10 Guillermo Cabanellas, “Diccionario Jurídico Elemental”, Bogotá – Colombia, Editorial 
Heliasta, 1997, pág. 27. 
11 Dr. Nicolás Granja Galindo, Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 88. 
12 Constitución de la República del Ecuador. 



 
 

Es importante clarificar que el concepto de Administración Pública puede ser 

entendido desde dos puntos de vista; el primero desde un punto de vista 

formal, que se circunscribe al organismo público que administra, es decir 

aquella entidad que esta investida de plena competencia y poder político para 

la satisfacción de los intereses de una colectividad. El segundo desde un punto 

de vista material, ciñéndose a las actividades administrativas en concreto, es 

decir aquellas acciones ejecutadas por el organismo estatal tanto en sus 

relaciones con otros entes de la administración pública como con los 

administrados en función del bien común. 

 

Varios tratadistas pretenden enmarcar a la administración pública, como una 

actividad realizada netamente por el Poder Ejecutivo, concepción del Derecho 

Administrativo clásico conocida como orgánica o subjetiva, empero en nuestros 

tiempos se amplió esta noción, dando cabida al criterio objetivo o material, que 

se funda en el reconocimiento de las actividades materialmente administrativas 

no sólo del poder ejecutivo, sino también de los órganos legislativo, judicial 

régimen descentralizado autónomo e institucional.13  

 

En consecuencia podemos definir a la administración pública como la actividad 

que en forma inmediata, oportuna, social, permanente, concreta, práctica y 

normalmente espontánea desarrollan en base a su competencia todos las 

instituciones o entidades que conforman la estructura orgánico-funcional del 

                                                 

13 El Ecuador adoptó la concepción objetiva o material, considerando que en el artículo 225 de 
la Constitución Política del Estado, se enumeran las entidades que forman parte de la 
administración pública, incluyendo no solo los órganos que conforman el Ejecutivo, sino 
también las entidades de las otras funciones del estado; norma que transcribo a continuación: 
“Art. 225.-El sector público comprende: 

1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control Social. 

2. Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado. 
3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la 

potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades 
económicas asumidas por el Estado. 

4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos.” 



 
 

sector público, con la finalidad de buscar el beneficio general de una 

colectividad. 

 

1.6.2 LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA COMO ÓRGANO DE L A 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. 

 

Un órgano debe entenderse como aquel elemento integrante de la estructura 

de la administración pública, cuyo funcionamiento se sustenta en la 

competencia y jerarquía que le haya sido conferida por la ley, con el objetivo de 

alcanzar sus fines constitutivos. El Dr. Nicolás Granja Galindo define a los 

órganos administrativos como:  

 

“Las unidades o elementos componentes de la organización de la 

administración pública, quienes, jerárquicamente ordenados de 

acuerdo con la ley, obran por mandato o representación del Estado, 

a fin de lograr los múltiples fines a favor de la colectividad.”14 

 

Una vez definido lo que es un órgano administrativo de manera general, 

podemos colegir sin preámbulos que la administración tributaria es un órgano 

especializado que forma parte de la administración pública central, encargado 

de ejercer todas las potestades legales para recaudar los impuestos generados 

por los contribuyentes en una determinada circunscripción territorial con plena 

jurisdicción. 

 

A la Administración Tributaria se la conoce en otras legislaciones como 

Hacienda Pública, Administración Fiscal o Fisco, definida también como la 

función gubernamental orientada a obtener recursos monetarios de diversas 

fuentes para financiar el desarrollo del país. Le concierne recaudar 

directamente los impuestos, derechos, productos y aprovechamientos; así 

como captar recursos complementarios, mediante la contratación de créditos y 

                                                 
14 Dr. Nicolás Granja Galindo, Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 93. 



 
 

empréstitos en el interior del país y en el extranjero, dependiendo del alcance 

de la legislación interna que la regule. 

 

Resultó sorpresivo que a lo largo de esta investigación, se encontrará muy 

poca literatura tanto en nuestro país como en toda América Latina, respecto al 

concepto, esencia, estructura, objetivos, etc, de la administración tributaria, 

hallando prácticamente solo publicaciones de los propios organismos que 

conforman las administraciones tributarias de cada país, por lo cual los datos 

proporcionados en su mayoría carecen de conocimiento técnico y        

científico, percibiéndose varias publicaciones sesgadas a la política 

gubernamental de un determinado régimen estatal; información que 

obviamente no fue tomada en cuenta al momento de realizar este trabajo de 

investigación científica. 

 

La Administración Tributaria tiene un componente altamente técnico, que debe 

mantenerse alejado de cualquier tipo de factor político, considerando que su 

indebida injerencia por agentes externos o intereses particulares podría 

generar abusos de poder, afectando a la buena marcha de este órgano de la 

administración pública, su efectividad y eficiencia operacional y principalmente 

se genera un grave riesgo de vulnerar legítimos derechos de los 

contribuyentes. 

     

La Administración Tributaria en nuestro país cuenta con las siguientes  

facultades legales: Resolutiva, Sancionatoria, Determinadora, Reglamentaria y 

Recaudadora, las mismas que se encuentran consagradas en el artículo 67 del 

Código Tributario, norma que establece:  

 

“Art. 67.- Facultades de la administración tributari a.- Implica el 

ejercicio de las siguientes facultades: de aplicación de la ley; la 

determinadora de la obligación tributaria; la de resolución de los 

reclamos y recursos de los sujetos pasivos; la potestad 



 
 

sancionadora por infracciones de la ley tributaria o sus reglamentos 

y la de recaudación de los tributos.” 15  

 

1.6.3 CREACIÓN DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS.   

 

El Servicio de Rentas Internas (SRI), reemplazó a la antigua Dirección General 

de Rentas (DGR), como órgano máximo de la administración pública en el 

contorno tributario de nuestro país. Esta entidad se creó con la promulgación 

de la Ley No. 41 publicada en el Registro Oficial, el 2 de diciembre de 1997, 

como una   enérgica respuesta a la constante evasión tributaria de los 

contribuyentes y los evidentes actos de corrupción cometidos por los 

funcionarios recaudadores de impuestos. 

 

El SRI desde entonces se convirtió en un eficaz agente de recaudación de 

ingresos fiscales, consiguiendo que la presión tributaria se eleve del 7.3% del 

PIB en el período fiscal 1998 al 11.2% en el ejercicio económico 2007, cifras 

que medidas en relación al grado de financiamiento del presupuesto       

estatal, significó crecer su ponderación del 43.1% en el 2000 al 52.6% en el 

2006. 

 

Cabe mencionar que en nuestra experiencia práctica en el ámbito tributario, 

efectivamente tenemos cosas que realzar de la política administrativa y 

tributaria del Servicio de Rentas Internas; no obstante, este organismo público 

también comete una serie de errores en el ejercicio de sus potestades legales, 

como por ejemplo la falta de motivación sus actos administrativos, materia 

primordial del presente trabajo de titulación. 

 

El Servicio de Rentas Internas, actualmente brinda servicios a más de un millón 

y medio de contribuyentes; estructuralmente ha tenido un importante 

crecimiento ya que cuenta con más de 2.400 funcionarios distribuidos en 1 

Dirección General con Sede en la ciudad de Quito, 8 Direcciones Regionales y 

                                                 
15 Código Orgánico Tributario. 



 
 

varias sub-agencias repartidas en 33 ciudades de las 24 provincias del país; 

conforme el organigrama estructural que adjunto al presente trabajo de 

investigación. (ANEXO 1). 

 

El Servicio de Rentas Internas ha logrado importantes niveles de crecimiento 

en la recaudación de impuestos del Ecuador, incremento que sobrepasa el 

17% anual en los últimos períodos fiscales, alcanzando una recaudación de 

impuestos superior a los ocho mil millones de dólares de los Estados Unidos de 

América, según datos proporcionados por la propia institución respecto del 

ejercicio económico comprendido entre el 1 de enero al 31 de diciembre del 

año 2010, aumento que se identifica plenamente en el siguiente cuadro 

demostrativo proyectado desde el año 2008 hasta la actualidad: 

 

COMPARATIVO DE 

IMPUESTOS RECAUDADOS 

POR EL SRI 

FECHA RECAUDACIÓNFECHA RECAUDACIÓNFECHA RECAUDACIÓNFECHA RECAUDACIÓN    

2008200820082008    2009200920092009    2010201020102010    2011201120112011    

TOTALTOTALTOTALTOTAL    TOTALTOTALTOTALTOTAL    TOTALTOTALTOTALTOTAL    TOTALTOTALTOTALTOTAL    

IMPUESTOSIMPUESTOSIMPUESTOSIMPUESTOS    
VALOR VALOR VALOR VALOR 

EFECTIVOEFECTIVOEFECTIVOEFECTIVO    

VALOR VALOR VALOR VALOR 

EFECTIVOEFECTIVOEFECTIVOEFECTIVO    

VALOR VALOR VALOR VALOR 

EFECTIVOEFECTIVOEFECTIVOEFECTIVO    

VALOR VALOR VALOR VALOR 

EFECTIVOEFECTIVOEFECTIVOEFECTIVO    

TODOSTODOSTODOSTODOS    6.427.849.260,55 6.763.736.293,76 8.056.382.276,19 8.513.436.573,88 

IMP ACTIVOS EXTERIORIMP ACTIVOS EXTERIORIMP ACTIVOS EXTERIORIMP ACTIVOS EXTERIOR      30.398.990,5 35.385.180,2 30.466.095,94 

IMP MINERASIMP MINERASIMP MINERASIMP MINERAS      5.214.668,41 12.513.116,91 14.793.029,49 

IMP TIERRAS RURALESIMP TIERRAS RURALESIMP TIERRAS RURALESIMP TIERRAS RURALES        2.766.438,38 8.290.288,19 

IMP.RECURIMP.RECURIMP.RECURIMP.RECUR.....NO.NO.NO.NO    RENO.RENO.RENO.RENO.            288.522.902,6 28.046.344,3 

IMPUESTO A LA RENTA IMPUESTO A LA RENTA IMPUESTO A LA RENTA IMPUESTO A LA RENTA     2.312.477.841,97 2.478.351.290,38 2.416.747.073,31 2.759.163.812,83 

IIIICECECECE    473.664.593,6 448.130.827,57 530.242.022,15 539.576.161,27 

IMPUESTO VEHICULOS IMPUESTO VEHICULOS IMPUESTO VEHICULOS IMPUESTO VEHICULOS     103.579.653,44 118.096.593,03 149.970.048,6 159.731.119,08 

IIIIVAVAVAVA    3.448.834.816,49 3.418.351.300,61 4.163.101.188,7 4.453.464.771,72 

INTERESES TRIBINTERESES TRIBINTERESES TRIBINTERESES TRIB....    21.928.561,04 35.864.425,71 39.281.608,43 42.705.712,21 



 
 

MULTAS TRIBUTARIASMULTAS TRIBUTARIASMULTAS TRIBUTARIASMULTAS TRIBUTARIAS    32.233.580,87 34.920.322,29 38.971.467,2 40.927.787,38 

OTROOTROOTROOTROS NO TRIBS NO TRIBS NO TRIBS NO TRIB....    4.347.589,35 2.453.861,46 1.820.915,54 3.021.105,08 

RRRRISEISEISEISE    407.300,27 3.666.756,87 5.745.353,61 8.566.767,86 

SALIDA DE DIVISASSALIDA DE DIVISASSALIDA DE DIVISASSALIDA DE DIVISAS    30.375.323,52 188.287.256,93 371.314.940,56 424.683.316,89 

 

 

1.6.3.1 CONCEPTO. 

 

El Servicio de Rentas Internas es un órgano desconcentrado del Ministerio de 

Finanzas, creado con carácter de autoridad fiscal, que tiene por objeto la 

realización de una actividad estratégica del Estado, consistente en la 

determinación, liquidación y recaudación de impuestos, contribuciones de 

mejoras, derechos, productos para el financiamiento del gasto público, entre 

otros ingresos presupuestarios de carácter no petrolero.  

 

Cabe mencionar que el Servicio de Rentas Internas tiene competencia 

únicamente para controlar, determinar y recaudar los impuestos que por ley se 

encuentran bajo su administración, entre los cuales tenemos: Impuesto a la 

Renta, Impuesto a la Salida de Divisas, Impuesto al Valor Agregado, Impuesto 

a los Consumos Especiales, Impuesto a la Propiedad de Vehículos 

Motorizados, Impuesto sobre Activos en el Exterior, Impuesto a las Tierras 

Rurales. 

 

Esta entidad pública se define a sí misma en su página de internet de la 

siguiente manera:  

 

“El Servicio de Rentas Internas (SRI) es una entidad técnica y 

autónoma que tiene la responsabilidad de recaudar los tributos 

internos establecidos por Ley mediante la aplicación de la normativa 

vigente.  Su finalidad es la de consolidar la cultura tributaria en el 

país a efectos de incrementar sostenidamente el cumplimiento 



 
 

voluntario de las obligaciones tributarias por parte de los 

contribuyentes.”16 

 

La Ley No.- 41 para la Creación del Servicio de Rentas Internas la define como:  

 

“Una entidad técnica y autónoma, con personería jurídica, de 

derecho público, patrimonio y fondos propios, jurisdicción nacional y 

sede principal en la ciudad de Quito. Su gestión estará sujeta a las 

disposiciones de esta Ley, del Código Tributario, de la Ley de 

Régimen Tributario Interno y de las demás leyes y reglamentos que 

fueren aplicables y su autonomía concierne a los órdenes 

administrativo, financiero y operativo.”17 

 

1.6.3.2  FUNCIONES PRÁCTICAS Y OBJETIVOS ESPECÍFICO S. 

 

El Servicio de Rentas Internas basado en sus facultades legales que se 

consagran en el ya citado artículo 67 y siguientes del Código Orgánico 

Tributario18, tiene como principales funciones la supervisión, control, 

fiscalización de los contribuyentes sometidos a su jurisdicción, la recaudación 

de los tributos de su competencia, la aplicación e interpretación de las leyes 

tributarias, la inscripción y el manejo del Registro Único de Contribuyentes, el 

otorgamiento de licencias y permisos especiales, la divulgación e información, 

la potestad de sancionar administrativamente los incumplimientos a la 

normativa tributaria, la emisión de reglamentos, resoluciones y circulares de 

carácter general y obligatorio, la emisión de actos administrativos de carácter 

                                                 
16  http://www.sri.gob.ec/web/guest/67 
17 Ley No.- 41 para la Creación del Servicio de Rentas Internas 
18 Cabe mencionar que en la actualidad existe una discrepancia, respecto a la verdadera 
jerarquía que tienen tanto la Ley de Régimen Tributario Interno como el Código Tributario; no 
obstante, hasta que no se dirima esta controversia, le otorgaremos el carácter de Orgánico, de 
conformidad con lo mencionado en la disposición final segunda de la Ley de Equidad 
Tributaria, que menciona: 
“A partir de la publicación de la misma en el Registro Oficial, el Código Tributario tendrá 
categoría de Ley Orgánica y sus disposiciones prevalecerán sobre cualquier cuerpo de Ley que 
tenga categoría de General, anterior o posterior, que se le oponga.”  



 
 

particular, recopilación de datos económicos y estadísticos, la cooperación con 

las administraciones tributarias de otros países, etc. 

 

Para el Servicio de Rentas Internas, dos son los objetivos sobre los cuales 

debería proyectarse la Administración Tributaria; el primero, incrementar la 

recaudación de los impuestos que administra, consolidando su participación en 

el total de ingresos del Presupuesto General del Estado y segundo, impulsar 

una administración tributaria moderna y profesionalizada, que mantenga una 

gestión e imagen corporativa técnica, eficiente y sobre todo transparente con la 

sociedad.  

 

Entre los propósitos básicos del SRI está la difusión y capacitación de los 

contribuyentes respecto a sus obligaciones tributarias y la atención y resolución 

de sus peticiones, reclamos y consultas, otorgando especial importancia al 

fomento de una cultura tributaria que representa el verdadero cimiento para el 

desarrollo del país.  

 

De igual manera el Servicio de Rentas Internas mantiene como objetivos 

específicos el incrementar anualmente la relación entre la recaudación de 

impuestos y el PIB, diseñar propuestas de política tributaria orientadas a 

fortalecer la capacidad de gestión institucional y reducir el fraude fiscal, lograr 

altos niveles de satisfacción en los servicios al contribuyente, reducir los 

índices de evasión tributaria y procurar la disminución en la aplicación de 

mecanismos de elusión en el pago de los impuestos, mejorar la     

productividad institucional, fortalecer y tecnificar la administración de los 

Recursos Humanos.  

 

 

 

 

 

 



 
 

CAPÍTULO II 

EL ACTO ADMINISTRATIVO  

 

2.1 GENERALIDADES.  

 

El acto administrativo surge como la principal figura jurídica que forma parte del 

ámbito de aplicación del Derecho Administrativo, considerando que según lo 

hemos mencionado anteriormente, todos los servidores u órganos de la 

administración pública, hacen uso de sus potestades legales y constitucionales, 

a través de actos administrativos, que a priori gozan de los principios de 

legalidad y legitimidad.  

 

Muchos tratadistas caracterizan al acto administrativo como fuente de 

nacimiento y manifestación de la voluntad de la Administración Pública 

conjuntamente con los reglamentos, los actos de simple administración y os 

contratos administrativos; no obstante cabe aclarar que esta afirmación es 

correcta pero no absoluta, considerando que existen otros mecanismos para 

que la Administración Pública exprese su voluntad, como por ejemplo los actos 

arbitrarios, sin sustento legal, las omisiones, el silencio administrativo positivo o 

negativo, los retrasos injustificados en proveer los requerimientos de los 

administrados,    etc. 

 

La dificultad práctica que han encontrado los tratadistas, es la diferenciación 

plena de los actos administrativos, respecto de las otras actuaciones de la 

administración pública; al respecto el Dr. Efraín Pérez, menciona en su obra 

Manual de Derecho Administrativo que:  

 

“Las principales razones de la distinción del acto administrativo de 

otras actuaciones de la administración, provienen de dos 

constataciones fundamentales: 

 



 
 

Existen actuaciones de la Administración Pública que afectan 

exclusivamente situaciones jurídicas individuales y subjetivas, 

mientras que otras acciones públicas aplican en forma general al 

conglomerado de los ciudadanos /actos administrativos – 

reglamento. 

 

Existen actuaciones administrativas que son de naturaleza unilateral, 

es decir que no requieren de asentimiento del ciudadano afectado 

(acto administrativo y reglamento), en cambio, hay otras 

manifestaciones que requieren del asentimiento del particular para 

surtir efectos jurídicos (contratos).”19 

 

Es importante esta diferenciación del acto administrativo, respecto de las otras 

formas de expresar la voluntad de la administración pública, considerando que 

su naturaleza, formación y efectos jurídicos son distintos y en ciertos casos 

disímiles. 

 

2.2 CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

Existen una gran cantidad de definiciones de acto administrativo, que en su 

esencia denotan los mismos elementos, con pequeñas acotaciones 

complementarias, como observamos en los conceptos doctrinarios más 

importantes que transcribimos a continuación: 

 

Guillermo Cabanellas en su obra Diccionario Jurídico Elemental, menciona que 

acto administrativo es: “La decisión general o especial que, en ejercicio de sus 

funciones, toma la autoridad administrativa, y que afecta a derechos, deberes, 

e intereses particulares o de entidades públicas”20 

 

                                                 
19 Efraín Pérez, “Manual de Derecho Administrativo”, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito-Ecuador, 2008, pág. 60. 
20 Guillermo Cabanellas, “Diccionario Jurídico Elemental”, Bogotá – Colombia, Editorial 
Heliasta, 1997, pág. 23.  



 
 

Roberto Dromi conceptualiza a esta institución jurídica del Derecho 

Administrativo como: “Toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la 

función administrativa, que produce efectos jurídicos individuales en forma 

directa.”21 

 

Julio Comadira se refiere al acto administrativo como:  

 

“Toda declaración de un órgano del Estado, o de un ente no estatal, 

emitida en ejercicio de la función administrativa, bajo un régimen 

jurídico exorbitante, productora de efectos jurídicos directos e 

individuales respecto de terceros”22 

 

Jean Rivero lo enmarca como “un acto de voluntad destinado a introducir un 

cambio en las relaciones de derecho que existen en el momento en que él 

interviene, o mejor, a modificar el ordenamiento jurídico”23 

 

Una definición que ha sido ampliamente acogida por la jurisprudencia de las 

diferentes cortes de justicia y tribunales ecuatorianos, especialmente por el Ex 

Tribunal Constitucional o actual Corte Constitucional, es la de Royo Villanova 

quién define al acto administrativo como:  

 

"Un hecho jurídico que por su procedencia, emana de un funcionario 

administrativo, por su naturaleza, se concreta en una declaración 

especial, y por su alcance afecta, positiva o negativamente a los 

derechos administrativos de las personas individuales o colectivas 

que se relacionan con la administración pública”.24 

 

                                                 
21 Roberto Dromi, “Derecho Administrativo”, Buenos Aires – Argentina, Editorial, Editorial 
Ciudad de Argentina, 2009, pág. 255.      
22 Julio R. Comadira, “Derecho Administrativo”, Buenos Aires – Argentina, Editorial LexisNexis, 
2007, pág. 4.  
23 Jean Rivero, “Derecho Administrativo”, París – Francia, Caracas – Venezuela, Editorial  
Dalloz, 2006, pág. 97. 
24 46 Antonio Royo Villanova, “Elementos de Derecho Administrativo”, Valladolid, 1955, pág. 
88. 



 
 

La definición antes transcrita define al acto administrativo como un hecho 

jurídico, lo que a priori podría considerarse una contraposición terminológica, 

ya que el hecho en sentido amplio, constituye un mero acontecimiento y 

definitivamente el acto administrativo requiere de una manifestación expresa de 

la voluntad de la Administración Pública; por lo cual debemos entender que la 

definición otorgada por el tratadista, parte de un concepto condicionado de 

hecho jurídico, ya que lo relaciona exclusivamente al ejercicio de la función 

administrativa del servidor público. 

 

El Diccionario Jurídico Espasa, tomando las palabras de Zanobini ofrece una 

clara definición, al mencionar que acto administrativo es  

 

“La declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo 

realizada por la Administración en el ejercicio de una potestad 

administrativa distinta de la reglamentaria. De la definición apuntada 

devienen una serie de notas: 

Se trata de una declaración intelectual, lo que excluye las 

actividades puramente materiales. 

La declaración puede ser de voluntad, pero también de otros 

estados intelectuales. 

La declaración debe proceder de una Administración. 

La declaración administrativa en que el acto consiste se presenta 

como el ejercicio de una potestad administrativa. 

La potestad administrativa ejercida en el acto ha de ser distinta de la 

potestad reglamentaria.”25 

 

Tomando como referencia los diversos conceptos vertidos por estos grandes  

especialistas del derecho; podemos definir a esta institución jurídica como  

fuente productora de derecho administrativo, que permite la exteriorización 

expresa de la voluntad de los funcionarios u órganos de la administración 

                                                 
25 Diccionario Jurídico Espasa, Madrid – España, Editorial Espasa Calpe S. A., 2006, pág.    56. 



 
 

pública, destinada a crear, modificar o extinguir derechos u obligaciones de los 

administrados.26 

 

2.3 CARACTERÍSTICAS DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

 

Si tomamos como premisa fundamental que no toda manifestación de la 

administración pública constituye un acto administrativo, es importante que nos 

enfoquemos en las propiedades esenciales que los diferencian de otro tipo de 

actuaciones del órgano administrativo.  

 

Las principales características del acto administrativo son: a) Presunción        

de Legitimidad, b) Ejecutividad, c) Ejecutoriedad, d) Estabilidad, e) 

Impugnabilidad, características que desarrollaremos brevemente a 

continuación: 

 

2.3.1 PRESUNCIÓN DE LEGITIMIDAD. 

 

El acto administrativo conlleva como característica esencial, la suposición de 

ceñirse al ordenamiento jurídico vigente y por consiguiente de forma relativa se 

concibe como legal, válido e incluso regular, hasta que a petición de parte una 

autoridad administrativa o judicial competente diga lo contrario. Este criterio es 

compartido por el Dr. Marco Morales, al manifestar que: 

 

“El Estado mismo se sustenta en una organización jurídica que ha 

de ser respetada y acogida de modo esencial por la administración 

pública, convirtiéndose ella en el principal eje en el que se sustenta 

una sociedad moderna”27  

                                                 
26 La Legislación Ecuatoriana, realiza una transcripción literal del concepto de acto 
administrativo de Dromi, al mencionar en el artículo 65 del Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva que: “ACTO ADMINISTRATIVO.-  Es toda declaración 
unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales de forma directa.” 
27 Marco Morales, “El Acto Administrativo”, en Experiencias constitucionales en el Ecuador y el 
mundo: Memorias del Seminario de Derecho Constitucional Comparado, Quito, Projusticia y 
Coriem, 1998, págs. 99-100. 



 
 

 

Por consiguiente si vivimos en un Estado de Derechos y Justicia, es 

comprensible que presumamos que toda la actividad pública se  encuentra 

circunscrita a lo establecido por las regulaciones del ordenamiento jurídico 

vigente. Debemos recalcar que esta presunción no es absoluta ya que 

posteriormente a su emisión, el acto administrativo puede declararse nulo; 

Roberto Dromi al respecto expresa que:  

 

“La presunción de legitimidad se caracteriza por ser relativa, 

provisoria, transitoria, calificada clásicamente como “Iuris Tamtum” 

pues el interesado puede demostrar que el acto viola el 

ordenamiento jurídico”28. 

 

Para una mejor comprensión de lo mencionado por el autor, podemos 

indicar que “Iuris Tamtum” constituye una locución latina, generalmente 

utilizada en derecho para dar a entender que la ley presume la existencia 

de algún hecho, salvo que se pruebe lo contrario. 

  

Cabe destacar que la presunción de legitimidad no necesita ser declarada por 

ninguna autoridad, consecuentemente comporta el principio de inversión de la 

carga de la prueba, obligándole al administrado para que a petición de parte, 

alegue la ilegitimidad y la pruebe, hasta tanto el acto se reporta como legal y 

válido. 

 

2.3.2 EJECUTIVIDAD. 

 

Esta característica se refiere tanto a la facultad que tiene la administración 

pública, para exigir el cumplimiento del acto administrativo, como a la 

obligación que generan los administrados de acatar su contenido y efectos 

mientras se encuentre vigente o no haya sido declarada su invalidez o 

revocatoria. 
                                                 
28 Roberto Dromi, “Derecho Administrativo”, Buenos Aires – Argentina, Editorial, Editorial 
Ciudad de Argentina, 2009, pág. 364. 



 
 

 

La ejecutividad se relaciona al aforismo  jurídico, que una vez perfeccionados 

los actos administrativos, estos son exigibles; no obstante para generar esta 

propiedad o calidad jurídica, tiene que constituir un acto regular y notificarse 

legalmente, sin que podamos hablar de ejecutividad en actos nulos absolutos o 

inexistentes. 

 

El Dr. Nicolás Granja Galindo establece que la ejecutividad del acto 

administrativo es  

 

“La cualidad inseparable de él, nada menos que por venir de la 

administración y con independencia que se ejecute o no. Esta 

exigibilidad es cualidad propia de todos los actos administrativos 

definitivos, hasta tal punto, que ellos deben cumplirse 

irremediablemente, sin perjuicio de su ejecutoriedad”.29 

 

Cabe mencionar que esta característica, no implica que el acto administrativo 

sea inmutable, ya que el mismo puede ser ampliado, aclarado, rectificado, o 

revocado y además, el administrado tiene la posibilidad de atacarlo cuando 

adolezca de vicios o en el momento que vulnere sus derechos y garantías 

fundamentales. 

 

El artículo 124 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva, establece que:  

 

“Los actos de la Administración Pública serán ejecutivos, salvo las 

excepciones establecidas en esta norma y en la legislación vigente. 

Se entiende por ejecutividad la obligación que tienen los 

administrados de cumplir lo dispuesto en el acto administrativo.”30 

 

                                                 
29 Dr. Nicolás Granja Galindo, Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 290.  
30 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo  de la Función Ejecutiva. 



 
 

2.3.3 EJECUTORIEDAD. 

 

Es la capacidad otorgada por mandato constitucional a la administración 

pública, para hacer cumplir incluso coercitivamente el contenido de sus actos 

administrativos, a través de sus propios medios sin necesidad que el órgano 

judicial reconozca ese derecho y consienta su ejecución. 

 

El Dr. Nicolás Granja Galindo al desarrollar los caracteres del acto 

administrativo, expone de la siguiente manera su definición de ejecutoriedad: 

 

“La posibilidad que tiene la administración pública, a través de su 

ordenamiento jurídico, para ejecutarlo, por sí misma, al acto, 

pudiendo recurrir, inclusive, a diversos medios de coerción, para 

asegurar su cumplimiento”.31 

     

No hay que confundir los conceptos de ejecutividad y ejecutoriedad, 

considerando que la primera característica le atañe que el acto administrativo 

cumpla con todos los requisitos para considerarlo válido y produzca efectos 

jurídicos, la ejecutoriedad debe ser entendida como la facultad que tiene la 

Administración de ejecutar por sí misma el acto. Roberto Dromi al respecto 

expone. 

 

“Los actos ejecutorios son exigibles, pero no todos los actos 

exigibles presentan el carácter de ejecutoriedad. El acto 

administrativo es ejecutivo y ejecutorio, sin embargo la primera es 

una cualidad sustancial y la segunda meramente instrumental”32 

 

El Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en su 

artículo 68, establece además de la presunción de legitimidad, la cualidad de 

                                                 
31 Dr. Nicolás Granja Galindo, Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 290. 
32 Roberto Dromi, “Derecho Administrativo”, Buenos Aires – Argentina, Editorial, Editorial 
Ciudad de Argentina, 2009, pág. 373. 



 
 

ejecutoriedad que conllevan los actos administrativos emanados de autoridad 

competente, al mencionar expresamente que:  

 

“Art. 68.- LEGITIMIDAD Y EJECUTORIEDAD.-  Los actos 

administrativos se presumen legítimos y deben cumplirse desde que 

se dicten y de ser el caso, se notifiquen, salvo los casos de 

suspensión previstos en este estatuto.”33 

 

2.3.4 ESTABILIDAD . 

 

Es una cualidad que busca garantizar la seguridad jurídica de los 

administrados, ya que prohíbe que un acto administrativo que declaró derechos 

subjetivos a favor de un interesado, sea revocado en sede administrativa, a 

excepción de aquellas revocatorias que beneficien al propio administrado. 

 

La estabilidad o cosa juzgada administrativa como las denominan ciertos 

tratadistas, es una característica de los actos administrativos que han causado 

estado, en virtud de la cual se limitan los potestades de los órganos 

administrativos para revisar o dejar sin efecto sus propios actos.  

 

Su fundamento básico es la necesidad de generar certeza sobre la actuación 

de las instituciones del estado, al impedir que las personas queden libradas a la 

voluntad cambiante de las autoridades administrativas o abusos de poder por 

intereses particulares; al respecto el Dr. Nicolás Granja Galindo, expone 

expresamente lo siguiente: 

 

“La estabilidad del acto administrativo constituye una razón 

concomitante con la estabilidad de los derechos subjetivos; además, 

la estabilidad, es una de las principales garantías del orden jurídico 

que impide la arbitrariedad, frecuentemente enseñoreada, de las 

                                                 
33 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva.  



 
 

autoridades, con ocasión de los frecuentes cambios administrativos 

que se operan por mandato de la ley o de otra circunstancia.”34 

 

La estabilidad tiene como requisitos esenciales que el acto administrativo 

declare derechos subjetivos, cumpla con los requisitos para su emisión, se 

notifique legalmente y no exista ley para que autorice su revocación. Esta 

característica que doctrinariamente se le atribuye a los actos      

administrativos, en la práctica no es imperativa, ya que en varios países del 

mundo entre ellos el Ecuador se le faculta a la administración a revocar los 

actos que afecten al principio de igualdad, el interés público o al ordenamiento 

jurídico vigente. 

 

2.3.5 IMPUGNABILIDAD . 

 

Los actos administrativos tienen como premisa fundamental que pueden ser 

impugnados, por los administrados que se vean afectados directa o 

indirectamente, ya sea mediante la interposición de reclamos administrativos 

ante la propia autoridad, recursos administrativos ante la autoridad 

administrativa jerárquicamente superior, demandas judiciales ante los órganos 

jurisdiccionales e incluso acciones constitucionales ante los jueces de control 

constitucional o la Corte Constitucional según sea el caso. 

 

Nuestra Constitución vigente, consagró expresamente la impugnabilidad como 

un derecho de los ciudadanos respecto de los entes de Gobierno y Control, al 

mencionar en su artículo 173 expresamente lo siguiente: “Los actos 

administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser impugnados, tanto 

en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la Función 

Judicial.”35 

 

                                                 
34 Dr. Nicolás Granja Galindo, Fundamentos de Derecho Administrativo, Gráficas Hernández, 
Cuenca – Ecuador, 1997, pág. 289. 
35 Constitución de la República del Ecuador.   



 
 

Esta característica es esencial de los actos administrativos y sirve para 

distinguirlos de las otras formas de manifestación de la voluntad que tiene la 

administración pública, especialmente interesa como mecanismo eficaz para 

diferenciarlos de los simples actos de la administración, los cuales no dan 

cabida a una impugnación administrativa ni judicial; por ejemplo, tomemos un 

caso práctico en el ámbito tributario, si el Servicio de Rentas Internas emite un 

requerimiento de información, este constituye un simple acto administrativo en 

uso de su facultad controladora y no puede ser impugnado por el contribuyente, 

empero si de este proceso de revisión surge una liquidación de pago por 

diferencias o cruces de información, esta declaración expresa de la voluntad de 

la administración tributaria constituye un acto administrativo típico en uso de su 

facultad determinadora, sujeto a las acciones de impugnación tanto 

administrativas como judiciales del caso. 

 

Finalmente dejamos notar que en el artículo 69 del Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva se establece la posibilidad de 

impugnar administrativa y judicialmente los actos administrativos, norma que 

transcribo a continuación:  

 

“Art. 69.- IMPUGNACION.-  Todos los actos administrativos 

expedidos por los órganos y entidades sometidos a este estatuto 

serán impugnables en sede administrativa o judicial. La impugnación 

en sede administrativa se hará de conformidad de este estatuto. La 

impugnación en sede judicial se someterá a las disposiciones 

legales aplicables. 

 

En todo caso, quien se considere afectado por un acto  

administrativo lo podrá impugnar judicialmente ante el respectivo 

Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de manera directa. 

No será necesario para el ejercicio de este derecho el que haya 



 
 

precedido reclamación, administrativa previa la misma que será 

optativa.”36  

 

2.4 ELEMENTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

Es importante su estudio considerando que la concurrencia simultánea y 

exenta de vicios de dichos elementos, determina la existencia y validez jurídica 

del acto administrativo. Cabe mencionar que no hallamos uniformidad doctrinal 

respecto a los elementos del acto administrativo, disputa que a nuestro criterio 

se origina y concentra en la cuestión meramente terminológica y no por 

razones esenciales que afecten su naturaleza. 

 

Los elementos de los actos administrativos que analizaremos en el presente 

trabajo de investigación son los siguientes: 

 

2.4.1 COMPETENCIA.  

 

Es la capacidad o cualidad jurídica que legitima a un órgano de la 

Administración Pública, para emitir actos administrativos, que a priori nacen 

con la presunción de legitimidad y ejecutoría. Dromi define a la competencia 

como: 

 

“La esfera de atribuciones de los entes y órganos, determinada por 

el ordenamiento jurídico positivo. Es decir, el conjunto de    

facultades y obligaciones que un órgano puede y debe ejercer 

legítimamente”.37   

 

Esta institución se ha desarrollado a profundidad como parte del Derecho 

Procesal Civil para dirimir que jueces son los facultados a resolver cualquier 

tipo de contienda jurídica; no obstante, podemos asimilar su concepto y forma 

                                                 
36 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva. 
37 Roberto Dromi, “Derecho Administrativo”, Buenos Aires – Argentina, Editorial, Editorial 
Ciudad de Argentina, 2009, pág. 373. 



 
 

de aplicación cuando hablamos de competencia de la Administración Pública; 

tomemos en consideración lo expuesto por el Dr. Rubén Morán, que en su obra 

“Derecho Procesal Civil Práctico” transcribe el contenido de la Gaceta Judicial 

serie XVI No.- 3 definiendo a la competencia de la siguiente manera:  

 

“Es la actitud legítima que señala o asigna una autoridad el 

conocimiento y resolución de un asunto, es pues, uno de los 

presupuestos procesales insoslayables que debe estar satisfecho 

para que el juzgador pueda válidamente entrar a resolver el fondo de 

la acción”38 

 

La competencia de los órganos de la Administración Pública se caracteriza por 

ser: a) Indelegable (ya que se tiene que ejercer de forma directa), b) Expresa 

(porque proviene de un mandato constitucional, legal y formalmente  

promulgado) y c) Irrenunciable (ya que no depende de la voluntad del órgano o 

funcionario público sino de una obligación ineludible). Recuérdese que la 

competencia en Derecho Público es la excepción, de tal manera que es 

necesario que la Ley le otorgue a la autoridad administrativa, la potestad de    

actuar, caso contrario se trataría de una acción ilegal, ilegítima, lesiva y 

arbitraria. 

 

En materia administrativa la clase de competencia se establece en razón del 

ordenamiento jurídico, diferenciándose así: 

 

� Competencia por la materia.-  Impera el principio de especialidad,  es 

decir el ejercicio de las actividades específicas para las cuales fue 

creado el órgano de la administración pública. 

 

� Competencia por el territorio.-  Comprende el ámbito zonal o espacial 

dentro del cual se considera legítimo el uso de las facultades legales 

otorgadas al ente administrativo. 
                                                 
38 Ruben Elías Morán Sarmiento, “Derecho Procesal Civil Práctico Tomo I”, Guayaquil – 
Ecuador, Edilex S. A. 2008, pág. 50. 



 
 

 

� Competencia por el tiempo.- Se refiere al ámbito temporal, es decir al 

lapso de tiempo dentro del cual la administración pública puede ejercer 

sus potestades legales; la competencia administrativa generalmente es 

permanente, no obstante por excepción puede ser transitoria y 

enmarcarse dentro de este tipo de competencia. 

 

� Competencia por el grado.-  Tiene relación con el organigrama 

estructural de la administración pública, estableciendo la competencia 

en razón de la jerarquía de cada órgano que forma parte de esta 

administración. 

 

Haciendo un enlace con la normativa interna, notamos que el Estatuto del 

Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, define a la 

competencia administrativa como: 

 

“La medida de la potestad que corresponde a cada órgano 

administrativo. La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los 

órganos que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de 

delegación o avocación, cuando se ejerzan en la forma prevista en 

este estatuto.”.39 

 

Nuestro Código Orgánico Tributario en su artículo 75 define a la      

competencia administrativa tributaria como la potestad que otorga la ley a 

determinada autoridad o institución, para conocer y resolver asuntos de 

carácter tributario.40 

 

Este elemento es tan importante para la configuración de un acto administrativo 

legítimo y eficaz, que previo al conocimiento de cualquier otra circunstancia 

jurídica sobre la cual ha de trabarse la litis en un proceso judicial, el juez tiene 

que resolver las pugnas relativas a la competencia, aserto jurídico que ha sido 
                                                 
39 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva.  
40 Código Orgánico Tributario 



 
 

ratificado en varias ocasiones por diversos fallos judiciales e incluso 

jurisprudencia obligatoria en nuestro país. 

 

En este sentido a continuación transcribo la parte pertinente de la sentencia 

judicial emitida por la Sala Especializada de lo Fiscal de Corte Suprema de 

Justicia actual Corte Nacional de Justicia, fallo No.- 86-2033, publicado en el 

Registro Oficial No.- 312 del 13 de abril del año 2004:  

 

“QUINTO.- En conformidad con el numeral 1 del Art. 132 del Código 

Tributario, los actos administrativos son nulos cuando provengan de 

autoridad manifiestamente incompetente, nulidad que debe ser 

declarada aún de oficio. En el caso, la Gerencia Distrital no tenía 

competencia para expedir las resoluciones de 28 de septiembre del 

2001 y de 27 de diciembre del 2001 en conformidad a lo que se deja 

analizado en el considerando que antecede. El particular ha sido 

reconocido por la sentencia recurrida, en la cual pese a ello, se 

resuelve sobre lo principal lo que es incongruente. Las cuestiones 

atinentes a la caducidad y la prescripción no cabe que sean 

afrontadas, pues, su examen procede siempre que en primer término 

se haya reconocido la competencia de las autoridades 

administrativas”. (ANEXO 2)  

 

2.4.2 OBJETO. 

 

Existen varios tratadistas que al objeto como parte elemental del acto 

administrativo lo limitan exclusivamente a la cosa, actividad, relación o 

situación jurídica sobre la cual versa el contenido del acto. En el Derecho 

Administrativo por ejemplo se entendería que versa sobre los bienes de 

dominio público, bienes patrimoniales, etc. 

 

No obstante a nuestro parecer dentro del objeto como elemento del acto 

administrativo, debe incluirse el estudio del contenido, es decir la materia sobre 



 
 

la cual el órgano de la administración pública toma una decisión o emite una 

opinión; también se lo podría identificar con aquel fin último que persigue el 

acto administrativo, que a priori siempre debe corresponder a la búsqueda del 

bien común, razón de ser de la administración pública. 

 

Dentro del objeto del acto administrativo debemos distinguir: a) Contenido 

Natural, que se refiere a los hechos que necesariamente forman parte del acto 

y sirven para distinguirlo o individualizarlo; b) Contenido Implícito, que son 

aquellas cuestiones mandadas a contener por imperio de la ley y c) Contenido 

Eventual, referente a las cláusulas que la voluntad estatal pueda introducir, en 

forma de condición, término y modo. 

 

Según la doctrina el objeto tiene que ser cierto, claro, preciso, determinado o 

determinable y posible, por consiguiente no debe estar prohibido, no puede 

contradecir el ordenamiento jurídico vigente, ni oponerse a la moral y las 

buenas costumbres. De conformidad con la legislación ecuatoriana la 

característica implícita fundamental del objeto de los actos administrativos es la 

licitud, ya que su contradicción, generaría la inaplicabilidad, ilegalidad y el vicio 

insanable de nulidad absoluta del acto administrativo. 41 

 

El contenido del acto administrativo, aparte de observar la licitud, también debe 

prestarle importancia a los principios básicos que orientan el ordenamiento 

jurídico, pues el acto administrativo no sólo debe ser legal sino también cumplir 

con la exigencia de legitimidad; al respecto Bocanegra Sierra establece 

textualmente los requisitos que debe cumplir el contenido del acto 

                                                 
41 El artículo 121 numeral 2 del ERJAFE, establece cual debe ser el contenido del acto 
administrativo, al mencionar expresamente que:  
“Art. 121.- Producción y contenido de los actos administrativos. 
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será 
determinado y adecuado a los fines de aquellos. Sin embargo, serán elementos sustanciales 
del acto los siguientes: 
a. Indicación del titular del órgano; 
b. Indicación de la norma que atribuye la potestad al órgano y a su titular para expedirlo; 
c. Indicación clara de los fundamentos de hecho y las normas aplicables al caso, así como su 
relación; y, 
d. Indicación de los actos de simple administración, informes, estudios o actos de trámite que 
han conformado el procedimiento administrativo previo a la expedición del acto.” 



 
 

administrativo para ser legítimo, obligaciones que se pueden resumir en las 

siguientes: 

 

∞ Atención, sumisión y respeto a los derechos fundamentales y a los 

principios generales del derecho; 

∞ Sometimiento al principio de proporcionalidad, lo que implica que el acto 

administrativo sea idóneo para cumplir los fines que persigue y 

necesario por constituir el mejor mecanismo para alcanzar el objetivo y 

la vez el menos gravoso para el destinatario o la sociedad; 

∞ Vinculación al principio de determinación o precisión, que genera la 

exigencia de incluir un contenido exacto y cabal, de forma que el 

administrado pueda establecer sin ninguna duda qué es lo que la 

administración pública ha impuesto. 

∞ Probabilidad de cumplimiento tanto en lo jurídico como en lo fáctico, a lo 

cual se suma una exigencia de coherencia interna y de congruencia 

lógica.42 

 

2.4.3 VOLUNTAD. 

 

El análisis de este elemento del acto administrativo resulta complejo, 

considerando que no podemos trasportar como una teoría aceptada en el 

Derecho Público y en este caso en el Derecho Administrativo, a la teoría de la 

“Autonomía de la Voluntad” premisa vital y generalmente aceptada en el 

Derecho Privado. El Dr. Efraín Pérez, en su obra “Manual de Derecho 

Administrativo”, expone como se conforma la voluntad administrativa al 

mencionar: 

 

“La voluntad administrativa sería pues un concurso de elementos 

subjetivos (la voluntad de los individuos que actúan) y objetivos (el 

proceso en que actúan y las partes intelectuales que aportan a la 

declaración). Es decir que la voluntad administrativa está compuesta 
                                                 
42 Raúl Bocanegra Sierra, Lecciones sobre el acto administrativo, 2ª ed., Madrid, Thomson-
Civitas, 2004, Págs.  76-77. 



 
 

por la voluntad concurrente tanto del funcionario de la administración 

pública como del legislador.”43 

 

La voluntad administrativa puede ser: (expresa) al exteriorizarse por medio de 

la palabra, signos o símbolos de forma verbal o escrita, de conformidad con la 

normativa nacional vigente y (tácita) cuando se produce el silencio 

administrativo, siendo este por excepción un acto administrativo presuntivo de 

voluntad de la administración pública. 

 

Según Roberto Dromi la voluntad se ajustará a los siguientes requisitos: 

finalidad, razonabilidad, debido proceso, ausencia de error, dolo y violencia, 

aprobación, autorización, y en general el cumplimiento de varias reglas de 

carácter técnico sujetas a observación. 

 

2.4.4 FORMA. 

 

Es la manera en que se instrumenta o se exterioriza la voluntad del funcionario 

u órgano de la administración pública para la emisión del acto administrativo; 

esta manifestación se debe realizar cumpliendo plenamente con los requisitos 

establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. 

 

La instrumentación por regla general debe realizarse por escrito; no obstante 

por excepción también se podrá efectuar de forma oral, por signos y digital. Al 

respecto el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva en su artículo 123 menciona expresamente: 

 

“Art. 123.- Forma. 

1. Los actos se producirán por escrito. 

 

2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su 

competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando 
                                                 
43 Efraín Pérez, “Manual de Derecho Administrativo”, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito-Ecuador, 2008, pág. 68. 



 
 

sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior 

o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la 

comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara 

de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una 

relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de 

su contenido. 

 

3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la 

misma naturaleza, tales como nombramientos, concesiones o 

licencias, podrán refundirse en un único acto, resuelto por el órgano 

competente, que especificará las personas u otras circunstancias 

que individualicen los efectos del acto para cada interesado.” 44 

 

2.4.5 MOTIVACIÓN. 

 

Únicamente queremos dejar sentado en este punto, que a pesar de la 

uniformidad de la doctrina clásica con respecto a la esencialidad de la 

motivación como elemento del acto administrativo y el reconocimiento de la 

misma por parte de la mayoría de legislaciones, incluyendo la del Ecuador; no 

deja de preocuparnos una nueva corriente que se pretende implantar en el 

ejercicio del poder público, especialmente en la región latinoamericana, misma 

que sostiene que la carencia de motivación suficiente de un acto administrativo, 

puede ser suplida por el superior en la siguiente instancia administrativa. 

 

Esta teoría de la subsanación de la motivación jurídica es inaceptable, 

considerando que la convertiría en una obligación eventual, que debe ser 

cumplida por unos y puede ser desechada por otros jueces o funcionarios 

públicos de la misma jerarquía; por esta razón la motivación del acto debe 

                                                 
44 Nuestro Código Tributario en el artículo 81 establece la forma en que se expedirán los actos 
administrativos en materia fiscal, norma que menciona; “Forma y contenido de los actos .- 
Todos los actos administrativos se expedirán por escrito. Además, serán debidamente 
motivados enunciándose las normas o principios jurídicos que se haya fundado y explicando la 
pertinencia de su aplicación a los fundamentos de hecho cuando resuelvan peticiones, 
reclamos o recursos de los sujetos pasivos de la relación tributaria, o cuando absuelvan 
consultas sobre inteligencia o aplicación de la ley.”  



 
 

efectuarse con oportunidad de su dictado, resultando inaceptable la pretensión 

de subsanar tal carencia en etapas administrativas o judiciales posteriores a la 

emisión del acto original. 

 

Una vez realizada esta pequeña aclaración, dejamos brevemente de lado a la 

motivación jurídica, porque al ser el tema central de estudio del presente 

proyecto de investigación científica, en el capítulo siguiente lo desarrollaremos 

integrante, tanto en la parte conceptual o teórica como en la parte práctica a 

través del análisis de la normativa de nuestro país. 

 

2.4.6 PUBLICIDAD. 

 

Se refiere a la obligación de dar a conocer al administrado el contenido del acto  

emanado de la autoridad competente, con la finalidad de garantizar su legítimo 

derecho a la defensa, evitando así el detrimento de esta primordial garantía 

constitucional. Dicha obligación en materia fiscal se encuentra establecida en el 

artículo 85 del Código Tributario, norma que dispone:  

 

“Todo acto administrativo relacionado con la determinación de la 

obligación tributaria, así como las resoluciones que dicten las 

autoridades respectivas, se notificará a los peticionarios o 

reclamantes y a quienes puedan resultar directamente afectados por 

esas decisiones, con arreglo a los preceptos de este Código.” 45 

 

Al elemento de la Publicidad de los actos administrativos se lo conoce 

comúnmente como notificación46, definida en materia tributaria por el 

Diccionario Jurídico Espasa como: 

 

                                                 
45 Código Orgánico Tributario  
46 Nuestro Código Tributario establece en su artículo 105 un claro concepto de notificación, el 
mismo que transcribo a continuación “Notificación es el acto por el cual se hace saber a una 
persona natural o jurídica el contenido de un acto o resolución administrativa, o el 
requerimiento de un funcionario competente de la administración en orden al cumplimiento de 
deberes formales.” 



 
 

“Comunicación a un contribuyente de un acto de la Administración 

tributaria, normalmente una liquidación, o del inicio de una actuación 

de comprobación de su situación tributaria. Las notificaciones deben 

expresar siempre los elementos esenciales del tributo, los medios de 

impugnación, el lugar, el plazo y la forma de pago, la advertencia de 

la recaudación en vía ejecutiva y, en su caso, el aumento de la base 

tributaria sobre la resultante de la declaración, con expresión de su 

motivación”47. 

 

La Notificación del acto administrativo le permite adquirir efectos jurídicos 

inmediatos, por lo tanto en caso de no concurrir este elemento esencial, el acto 

administrativo queda en el limbo jurídico, es decir que no produce efectos y por 

consiguiente no tiene eficacia  jurídica, tal como lo establece el Estatuto del 

Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en su artículo 66, al 

mencionar expresamente que:  

 

“Los actos administrativos, para su plena validez deberán ser 

obligatoriamente notificados al administrado y mientras no lo sean no 

tendrán eficacia con respecto a quienes se haya omitido la 

notificación. La ejecución de actuaciones ordenadas en              

actos administrativos no notificados constituirán, para efectos de      

la responsabilidad de los funcionarios públicos, vías de         

hecho.”48 

 

Existen diferentes formas de publicitar o notificar el acto administrativo, entre 

las principales tenemos, en persona, por boletas, por servicio de mensajería, 

por correo electrónico certificado atendiendo la Ley de Comercio Electrónico, 

por la prensa, por fax o cualquier otro medio que permita confirmar 

inequívocamente la recepción. 

 

                                                 
47 Diccionario Jurídico Espasa, Madrid – España, Editorial Espasa Calpe S. A., 2006, pág. 
1037. 
48 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva. 



 
 

 

CAPÍTULO III 

LA MOTIVACIÓN JURÍDICA  
 

3.1 LA MOTIVACIÓN JURÍDICA COMO GARANTÍA  CONSTITUC IONAL 

ECUATORIANO.  

 

La motivación jurídica representa uno de los pilares fundamentales que 

soportan la estructura jurídica de un Estado de Derecho, por lo tanto no la 

podemos considerar como una figura exclusiva para regular las decisiones de 

los órganos y funcionarios de la administración pública, ni una obligación que 

tenga origen en una reforma legal, reglamentaria o jurisprudencial concreta, 

pues representa una garantía constitucional vital, consagrada dentro de los 

derechos de protección, específicamente dentro del derecho a la defensa de 

las personas. 

 

Es tan acertada esta afirmación, que en la gran mayoría de las Constituciones 

Políticas de la era republicana de nuestro país, se ha puesto en la palestra 

jurídica, a la motivación de las resoluciones y sentencias, como una de las 

premisas básicas del debido proceso. Debemos aclarar que la motivación o 

fundamentación jurídica como se la conocía hace varias décadas, nació como 

una obligación aplicable a las decisiones judiciales (sentencias), para 

posteriormente trasladarse al mundo de la administración pública (acto 

administrativo). 

  

No obstante de lo mencionado en el párrafo precedente, hay que recalcar que 

en la motivación jurídica, los principios, estructura, finalidad son exactamente 

los mismos, tanto en el ámbito judicial como en el campo administrativo, por lo 

cual varios de los tratadistas que citaremos, hacen referencia expresa a 

procesos judiciales, sentencias, jueces, etc; empero tomaremos la riqueza de la 

literatura de sus obras, de forma análoga para estudiar la motivación de los 

actos administrativos cuando fuese necesario. 



 
 

 

La Constitución que vio nacer al Ecuador como República Independiente y 

Democrática, entro en vigencia el 23 de septiembre de 1830, forjada en el 

primer período presidencial del Gral. Juan José Flores; este cuerpo normativo 

ya esbozaba a breves rasgos el principio de motivación jurídica, al establecer 

expresamente que las decisiones de los jueces y tribunales deben estar 

siempre fundamentadas49.  

 

Esta norma constitucional se mantuvo intacta hasta finales del siglo XVIII, por 

ejemplo constaba en el artículo 80 de la Constitución de la República 

promulgada el 13 de agosto de 1835, en el artículo 78 de la Constitución de la 

República promulgada el  1 de abril de 1843, en el artículo 95 de la 

Constitución de la República promulgada el 3 de diciembre del año 1845, en el 

artículo 91 de Constitución Política promulgada el 6 de abril del año 1961, en el 

artículo 113 de la Constitución de la República promulgada el 13 de febrero del 

año 1884, entre otras, hasta llegar a la Constitución de la República 

promulgada el 14 de enero del año 1897, que en su artículo 117 mantenía por 

última vez prácticamente intacta la noción inicial de fundamentación jurídica. 

 

Es a partir de la Carta Política promulgada el 26 de diciembre del año 1906, 

cuando el Ecuador desarrolla constitucionalmente esta institución jurídica, 

obligando a los jueces y tribunales a expresar la ley y en general todos los 

fundamentos que originaron el fallo; conforme reza el artículo 106 de este 

cuerpo legal que transcribimos a continuación: 

 

“La publicidad es esencial en los juicios; los Tribunales pueden 

discutir en secreto, pero las votaciones serán públicas y se 

anunciarán en alta voz.”  

 

                                                 
49 Esta obligación se establecía en el Artículo 49 de la Constitución de la República de 1830, 
norma que disponía: “ En ningún juicio habrá más de tres instancias. Los tribunales y juzgados 
fundarán siempre sus sentencias. 
 



 
 

Las sentencias serán motivadas, expresándose en ellas la ley o 

fundamento en que se apoyen.”50 

 

Posteriormente en la constitución expedida el 26 de marzo de 1929, se 

mantuvo en el artículo 126 el texto transcrito en el párrafo precedente para la 

motivación de sentencias, pero adicionalmente se incluyó la figura de la 

motivación de los autos para la pérdida o suspensión de la ciudadanía, por 

ejemplo para los funcionarios públicos que han cometido irregularidades o para 

las personas que pierden los derechos de ciudadanía. 

 

El principio de motivación jurídica con los elementos que lo conocemos hoy en 

día, por inverosímil que parezca, recién se incluyo textualmente en la 

Constitución del 11 de agosto del año 1998, al incorporarlo en el artículo 24 

numeral 13 dentro de las garantías fundamentales del debido proceso, 

conforme se desprende de su texto literal que transcribo a continuación: 

 

“Artículo 24.- Para asegurar el debido proceso deberán observarse 

las siguientes garantías básicas, sin menoscabo de otras que 

establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, las 

leyes o la jurisprudencia: 

 

13. Las resoluciones de los poderes públicos que afecten a las 

personas, deberán ser motivadas. No habrá tal motivación si en la 

resolución no se enunciaren normas o principios jurídicos en que se 

haya fundado, y si no se explicare la pertinencia de su aplicación a 

los antecedentes de hecho. Al resolver la impugnación de una 

sanción, no se podrá empeorar la situación del recurrente.“ 51 

 

Lo destacable de esta norma legal, constituye la inclusión de todos los 

organismos del poder público, dentro de la obligación de motivar tanto 

sentencias judiciales como todo tipo de resoluciones emanadas de los 
                                                 
50 Constitución de la República, publicada el 26 de diciembre del año 1906, artículo 106. 
51 Constitución de la República, publicada el 11 de agosto del año 1998, artículo 24 numeral 13. 



 
 

diferentes organismos del Estado. Esta norma también contempla por primera 

ocasión, la consecuencia jurídica de la falta de motivación, que representa la  

nulidad de todo lo actuado. 

 

De igual manera este cuerpo constitucional, va más allá, al proclamar la 

ilegitimidad de los actos arbitrarios o inmotivados emanados de un funcionario 

público, según se desprende del tenor literal del artículo 4 que transcribo a 

continuación: 

 

“Un acto de autoridad es ilegitimo cuando ha sido dictado por una 

autoridad que no tiene competencia para ello, o sin observar los 

procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico, o cuando su 

contenido es contrario a dicho ordenamiento, o ha sido dictado 

arbitrariamente, esto es, sin fundamento o suficiente motivación.” 

 

Finalmente llegamos al análisis de la Constitución de Montecristi, vigente hasta 

la fecha de realización del presente trabajo de investigación, pudiendo indicar 

con agrado que fuera de todas las infructuosas reformas incluidas por la 

Asamblea Constituyente en la vigente Carta Magna, se tuvo el acierto de 

ratificar y ampliar a la motivación como institución jurídica del Derecho 

Constitucional.52 

 

En este cuerpo legal se incorpora el derecho de petición dentro de las 

garantías fundamentales de las personas, obligando a los entes de la 

administración pública a motivar las respuestas emitidas dentro de las acciones 

de esta especie, planteadas por los ciudadanos, de conformidad con lo 

                                                 
52 La motivación de las decisiones del poder público está comprendida en el artículo 76 
numeral 7 literal l) de la Constitución de la República, norma que menciona: “Art. 76.- En todo 
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 
derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en 
la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica 
la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos.” 



 
 

dispuesto en el artículo 66 numeral 23, norma que expresamente       

menciona: 

 

“Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:  

 

23.- El derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas 

a las autoridades y a recibir atención o respuestas motivadas. No se 

podrá dirigir peticiones a nombre del pueblo.” 

 

 

3.2 IMPORTANCIA Y NOCIONES CONCEPTUALES. 

 

En primera instancia debemos recapitular acerca de la naturaleza de la 

motivación jurídica, ya que habíamos mencionado que debe entenderse como 

un requisito o elemento sustancial para la configuración de la voluntad del 

poder público, sin que le demos mayor cabida a la nueva corriente que 

establece la posibilidad de subsanar la inexistente o incompleta motivación del 

acto original, posición que tomaremos a pesar de los precedentes nefastos en 

nuestras Cortes de Justicia; por ejemplo en materia tributaria, recordamos esos 

penosos fallos emitidos por la Corte Suprema de Justicia, actual Corte Nacional 

de Justicia, signados con los números 47-93, publicado en el Registro Oficial 

No.- 679 del 8 de octubre del año 2002 y 130-2000, publicado en el Registro 

Oficial No.- 53 del 2 abril del año 2003. (ANEXO 3) 

 

Tal como advierte García-Trevijano Fos, se ha pretendido considerar a la 

motivación como un requisito formal, pero desde el momento que se aprecia su 

función propia, es imprescindible destacarla como requisito sustancial que no 

se cumple con cualquier fórmula convencional.53 Al respecto el Dr. Efraín Pérez 

manifiesta lo siguiente: 

 

                                                 
53 García-Trevijano José. “Los actos administrativos” Editorial Civitas, Madrid –España, 1991, 
pág. 149. 



 
 

“Hay algunos autores que identifican a la motivación con la causa del 

acto, pero en realidad la motivación es mucho más que eso. En todo 

caso tanto la doctrina como la normativa constitucional y 

administrativa estiman la motivación como el más importante de los 

elementos de validez y legitimidad del acto administrativo”54 

 

La palabra motivar se usa en diferentes ámbitos de la vida cotidiana del ser 

humano, por ejemplo para la psicología y la filosofía, la motivación son aquellas 

cosas que impulsan a una persona a realizar determinadas acciones y a 

persistir en ellas hasta el cumplimiento de sus objetivos, tomando como 

referencia una necesidad, deseo o ambición que estimula al hombre a alcanzar 

un objetivo racional, emocional, egocéntrico, altruista, sentimental, etc.  

 

Desde el punto de vista psicológico Sergi Guash Fernández sostiene que: 

 

“La motivación del latín motus designa a aquellos factores o 

determinantes internos más que externos al sujeto que desde dentro 

le incitan a una acción. Así, cuando un órgano jurisdiccional entra en 

la apreciación de las pruebas debe, no solo establecer 

adecuadamente la estructura interna de la decisión, sino también el 

aspecto justificativo de la misma”. 

 

Ya introduciéndonos en el campo legal, existen una serie de definiciones de la 

motivación jurídica; por ejemplo Muñoz Sabate, la contextualiza de la siguiente 

manera: 

 

“Es un derecho-deber de las decisiones judiciales. Deber porque 

vincula ineludiblemente a los órganos judiciales y derecho, de 

carácter público y naturaleza subjetiva, porque son titulares de la 

misma todos los ciudadanos que acceden a los tribunales con el fin 

de recabar la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses 
                                                 
54  Efraín Pérez, “Manual de Derecho Administrativo”, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito-Ecuador, 2008, pág. 70. 



 
 

legítimos... de esta manera la motivación se concreta como criterio 

diferenciador entre racionalidad y arbitrariedad”.55 

 

Motivar según Rafael de Pina es:  

 

“La exposición de las razones de hecho y de derecho que 

constituyen el fundamento de la resolución judicial La motivación de 

la sentencia es un requisito esencial para su validez”56 

 

Según el profesor García de Enterría cuando hablamos de motivar 

jurídicamente nos referimos a:  

 

“Reconducir la decisión que en el mismo se contiene, a una regla de 

derecho que autoriza tal decisión o de cuya aplicación surge. Por 

ello, motivar un acto obliga a fijar, en primer término, los hechos de 

cuya consideración se parte y a incluir tales hechos en el supuesto 

de una norma jurídica, y, en segundo lugar, a razonar cómo tal 

norma jurídica impone la resolución que se adopta en la parte 

dispositiva del acto”.57  

. 

Fernando de la Rúa, conceptualiza la motivación jurídica de la siguiente 

manera:  

 

“La motivación de la sentencia constituye un elemento intelectual, de 

contenido crítico, valorativo y lógico, que consiste en el conjunto de 

razonamientos de hecho y de derecho en que el juez apoya su 

decisión”.58 

                                                 
55 Projusticia, Debido proceso y razonamiento judicial, Convenio BIRF-4066-EC, Quito, Editorial 
Javier Simancas, 1998, pág. 77. 
56 Rafael de Pina, “Diccionario de Derecho”,  Editorial Porrúa, Monterrey – México, 1979, pág. 
338. 
57 Eduardo García de Enterría  “Curso de derecho Administrativo Tomo I”, Editorial Temis, 
Bogotá – Colombia, 2008, Págs. 538-539. 
58 Fernando De la Rúa, “Teoría general del proceso”, Depalma, Buenos Aires – Argentina, 
1991, pág. 146. 



 
 

 

Finalmente para Gordillo, motivación es una declaración de cuáles son las 

circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la emanación, o sea 

los motivos o presupuestos del acto;  constituye por tanto la fundamentación 

fáctica y jurídica con que la administración entiende sostener la legitimidad y 

oportunidad de la decisión tomada y es el punto de partida para el juzgamiento 

de esa legitimidad.59 

 

En resumen podemos definir a la motivación jurídica como aquel principio del 

debido proceso, que constituye un elemento esencial del acto administrativo, 

por medio del cual todos los órganos y servidores de la administración pública, 

se obligan a emitir sus dictámenes, actos o resoluciones, debidamente 

sustentados, con expresión clara, precisa y oportuna de los antecedentes, 

fundamentos de hecho y fundamentos de derecho, dando como resultado 

lógico la decisión final del ente administrativo. 

    

3.3 REQUISITOS DE LA MOTIVACIÓN JURÍDICA. 

 

La motivación jurídica no constituye una mera enumeración o enunciación de 

los antecedentes y normas que componen el acto administrativo, ya que 

adicionalmente, esta institución jurídica conlleva la causa o finalidad de la 

actuación de la administración pública, un análisis preciso de las 

consecuencias jurídicas generadas y el efecto inequívoco causado en el sujeto 

pasivo imputado. 

 

La motivación jurídica determina las circunstancias de hecho y de derecho   

que fundamentan la decisión del órgano público, en virtud de los principios del 

Derecho Administrativo, conjugadas de manera armónica, precisa, pero sobre 

todo exhaustiva, de tal forma que quienes deban acatar o asumir sus 

                                                 
59 Agustín Gordillo, “Tratado de Derecho Administrativo”, Editorial Diké, Medellín – Colombia, 
1996, pág. X-7. 



 
 

consecuencias, distingan la verdad de los hechos y la veracidad de su 

contenido 

 

Para alcanzar la verdad de los hechos es necesario fundamentar el curso de la 

acción, es decir aplicar los causales y antecedentes del caso en cuestión y 

relacionarlos con las normas pertinentes de la ley, tendiente a fortalecer el 

ejercicio de las facultades del organismo o funcionario público otorgadas por la 

ley. 

 

Para que la motivación o fundamentación se considere válida, debe a la vez 

ser: expresa, clara, completa, legítima y lógica, requisitos que desarrollaremos 

en base al criterio del tratadista Fernando de la Rúa, conforme sigue a 

continuación: 

 

3.3.1 MOTIVACIÓN EXPRESA. 

 

Este requisito de la motivación jurídica, se refiere a la obligación que tienen los 

órganos o funcionarios que forman parte de la administración pública, de 

remitirse al caso concreto que se encuentra bajo su conocimiento, en miras de 

la competencia y jurisdicción que le ha sido otorgado por la ley. 

 

En este sentido los entes de la administración pública deben consignar los 

motivos que le indujeron a tomar tal resolución, expresando para ello sus 

propios argumentos con relación al caso analizado. Se deben señalar los 

fundamentos en base al ordenamiento jurídico, jurisprudencia o la doctrina de 

forma expresa y particular, no generalizando. 

 

Por ejemplo se entendería que la motivación es expresa si Servicio de Rentas 

Internas acepta la devolución de un pago indebido del impuesto a la renta, y en 

su resolución se fundamenta en lo que dispone el artículo 122 del Código 

Tributario, más los intereses compensatorios de conformidad con lo  

establecido en el artículo 21 de este mismo cuerpo legal; pero no podríamos 



 
 

hablar de motivación expresa si el SRI en un caso análogo acepta la 

devolución del impuesto a la renta de forma general en base a la legislación 

tributaria. 

 

3.3.2 MOTIVACIÓN CLARA. 

 

El texto de la motivación no puede contener indicios de ambigüedad, pues la 

administración pública debe fundamentar su decisión de manera transparente, 

logrando que la expresión de su voluntad sea evidente, comprensible, 

manifiesta y no dé cabida a ninguna duda respecto del contenido y finalidad del 

acto administrativo. 

 

Los expertos recomiendan al funcionario público para lograr claridad en la 

motivación de sus actos administrativos, que se utilice un lenguaje sencillo, 

natural o comprensible, que le permita al administrado vislumbrar el dictamen       

emitido, sin la necesidad de abundar en tecnicismos que le obliguen al sujeto 

pasivo a interpretar con la ayuda de expertos el contenido del acto 

administrativo. 

 

3.3.3 MOTIVACIÓN COMPLETA. 

 

No se puede aceptar como válida la motivación parcial de un acto 

administrativo, por lo cual su contenido debe comprender la totalidad de 

antecedentes, fundamentos de hecho y normativa jurídica que origina el acto 

administrativo. 

 

Para cumplir con este requisito de validez de la motivación jurídica, la 

administración pública tiene que referirse a las pruebas incorporadas al 

expediente, mencionándolas y sometiéndolas a valoración crítica; no es 

suficiente que el funcionario encargado, resuelva la petición del administrado o 

se refiera a la finalidad del acto administrativo emanado de su competencia, 



 
 

debiendo exponer suficientemente las razones y fundamentos que lo 

determinan.  

 

En este sentido no se pueden hacer menciones globales de los elementos 

probatorios o simplemente enunciarlos; es indispensable describir el valor que 

el organismo o funcionario administrativo les atribuye dentro de su dictamen y 

el criterio empleado para su respectivo análisis.  

 

Por ejemplo se entenderá que la motivación es completa si el Servicio de 

Rentas Internas, dentro del reclamo administrativo de impugnación, planteado 

por el contribuyente en contra de una Liquidación de Pago por Diferencias en 

Cruces de Información, niega la deducibilidad de un gasto en el ejercicio fiscal 

2008, al haberse sustentado en la factura No.-000001 remitida dentro del 

término de prueba, pero que de su análisis se puedo establecer que 

corresponde al período fiscal 2009; por el contrario esta motivación sería 

incompleta si el Servicio de Rentas Internas en el mismo caso, niega la 

deducibilidad del gasto, por no haberse probado debidamente; acto que se 

consideraría inmotivado jurídicamente, pues el análisis de la prueba fue global 

lo que doctrinariamente es inaceptable e incluso jurisprudencialmente ha sido 

condenado en varias ocasiones. 

 

Aplicando un poco de derecho comparado podemos tomar como referencia el 

fallo emitido por la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia de El 

Salvador, dentro del Juicio No. C321-0145, señalando los criterios para 

establecer que la motivación de una sentencia es completa, conforme se 

advierte de su texto literal que en la parte pertinente transcribo a    

continuación: 

 

“La motivación para ser completa debe estar referida tanto al hecho 

como al derecho, valorando la totalidad de las pruebas y 

suministrando las conclusiones a que arribe el Tribunal sobre su 

examen y sobre las consecuencias jurídicas que de su aplicación se 



 
 

derivan, no pudiendo considerarse motivación legal ni aplicación 

integral de las reglas de la sana crítica una simple y llana referencia 

a la prueba por parte del sentenciador, sobre todo cuando se le resta 

valor de un modo general y abstracto como en el caso de autos, en 

donde el Tribunal A-quo omitió de forma deliberada la valoración de 

las declaraciones de los señores Tomas Gabriel Alvarado y Salvador 

Ríos Alvarado, pruebas sobre las que el Tribunal de juicio no 

obstante haber sido introducidas legalmente al debate, manifestó no 

valorarlas por hacer referencia la primera a un contrato que no tiene 

relación al hecho que se ventiló en la vista pública y la segunda por 

advertirse intereses contrapuestos, que podrían por conveniencia o 

parentesco influir sobre la voluntad del deponente, por lo que a juicio 

de esta Sala, la decisión impugnada dista del cumplimiento de la 

exigencia señalada en los Arts. 130 , 162 inc. 3º y 356 Inc. 1º Pr.Pn., 

dado que tales disposiciones preceptúan que las resoluciones 

judiciales como requisito extrínseco del acto deben ser motivadas, a 

efecto que conste en ellas el necesario contrapeso de los intereses 

enfrentados en el proceso”.60 

 

3.3.4 MOTIVACIÓN LEGÍTIMA. 

 

Este requisito es característico en la motivación de la sentencia, considerando 

que el proceso judicial mantiene varias reglas que determinan la forma de 

presentar válidamente la prueba, pautas que son la consecuencia de los 

principios procesales de verdad real, de oportunidad, de inmediación procesal, 

etc. Únicamente se entenderá que la sentencia está legítimamente motivada, si 

se sustenta en pruebas válidas y exentas de   vicios. 

 

Por ejemplo, es legítima la motivación de la sentencia emitida por la Segunda 

Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No.-1 de Pichincha dentro de una 

demanda de impugnación, presentada por un contribuyente en contra de una 

                                                 
60 http://www.jurisprudencia.gob.sv/exploiis/indice.asp?nBD=1&nItem=31426&nModo=3 



 
 

resolución que negó parcialmente una petición de devolución del IVA, si la 

aceptación de la demanda, se fundamentó en el informe pericial presentado por 

el perito posesionado y que tomó juramento ante los Magistrados, dentro de la 

diligencia de inspección contable pedida por el actor mientras se hallaba 

decurriendo el término de prueba respectivo; por el contrario es ilegítima la 

motivación de la sentencia emitida por este tribunal, dentro del mismo caso, si 

la aceptación de la demanda se fundamentó en un informe pericial pedido y  

remitido fuera de la etapa probatoria y que tampoco se adjuntó legalmente a los 

autos procesales, en base a la facultad oficiosa del juzgador. 

 

Como se puede observar claramente del ejemplo dado, este requisito de la 

motivación es plenamente aplicable en el mundo procesal fiscal, ya que los 

plazos son perentorios dentro del juicio tributario; no obstante su aplicación es 

limitada dentro del procedimiento administrativo, considerando que no se 

aplican los principios generalmente aceptados para la valoración de la prueba, 

por ejemplo el principio de oportunidad, si tomamos en consideración que en la 

práctica tributaria el Servicio de Rentas Internas dentro de una petición de 

devolución de retenciones en la fuente de IVA o cualquier otro tipo de acción 

administrativa, acepta como válida la presentación de documentos fuera del 

término de prueba y hasta el momento mismo de la emisión de la      

resolución. 

 

3.3.5 MOTIVACIÓN LÓGICA. 

 

La fundamentación del acto administrativo debe ser coherente, es decir que el 

servidor público tiene amplitud para decidir con criterio selectivo sobre la 

eficacia de la prueba y puede optar por una en lugar de otra, o preferir una 

prueba sobre otra, en tanto no incurra en arbitrariedad. 

 

La sentencia emitida el 9 de noviembre del año 1999  por la Primera Sala de lo 

Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia actual Corte Nacional de 



 
 

Justicia, se refiere expresamente a este particular, en su considerando quinto, 

mismo que transcribo a continuación: 

 

“Las leyes del pensamiento son leyes a priori que, 

independientemente de la experiencia, se presentan a nuestro 

raciocinio como evidentes, necesarias e indiscutibles cuando 

analizamos nuestros propios pensamientos. Estas leyes están 

constituidas por las leyes fundamentales de la coherencia y de la 

derivación, y por los principios de identidad, contradicción,       

tercero excluido y razón suficiente. Esto es de elemental 

conocimiento”. 

 

Como se puede observar este requisito de validez de la motivación jurídica, le 

otorga cierta libertad al funcionario público, para que aplicando su 

razonamiento, determine la consecuencia más lógica dentro de su acto 

administrativo; la única limitación que en todo caso se aplicaría con mayor 

rigurosidad al juez, es la imposibilidad de apartarse de las leyes del 

pensamiento expresadas en la fórmula de la sana crítica.  

 

Por su parte, la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Suprema de 

Justicia, refiriéndose a la sana crítica en la sentencia dictada el 25 de febrero 

de 2000, en el considerando sexto, señala:  

 

“En definitiva, las reglas de la sana crítica, del criterio humano o del 

criterio racional no son más que un instrumento de la apreciación 

razonada de la libre convicción, de la convicción íntima (pese a su 

deformación histórica), de la persuasión racional o de la libre 

apreciación de la prueba, llámese como quiera. Es decir, la libertad 

de apreciación de la prueba dentro de la racionalidad. De ninguna 

manera es una violación arbitraria o incontrolada de la prueba o 

ajena a la misma, pues es un instrumento racional que actúa en la 

reconstrucción lógica del hecho. Supone una inferencia racional, una 



 
 

apreciación lógica y crítica de la prueba. En caso contrario, se 

abandonaría la arbitrariedad del juzgador para caer en la 

arbitrariedad de los órganos jurisdiccionales”.  

 

3.4 ELEMENTOS DE LA MOTIVACIÓN JURÍDICA. 

 

De las diferentes definiciones revisadas de la motivación Jurídica, podemos 

obtener fácilmente sus elementos, los cuales desarrollamos brevemente a 

continuación: 

 

3.4.1  FUNDAMENTOS DE HECHO. 

 

Para que podamos hablar de motivación jurídica de un acto administrativo 

emanado de un servidor público, es necesario que dentro de la resolución 

adoptada, se establezcan de forma clara y precisa los antecedentes que 

impulsan y exigen el ejercicio de la función administrativa. 

 

Los antecedentes están compuestos por aquellos hechos fácticos, 

comprobados, ciertos, los cuales deben ser incorporados dentro del acto 

administrativo de manera uniforme, coherente, sistemática, cronológica e 

interrelacionado. El error en la exposición y análisis de los fundamentos de 

hecho, puede conducir al órgano o funcionario de la administración pública a 

generar una falsa motivación del acto administrativo, sobre el cual hablaremos 

oportunamente. 

 

3.4.2 FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

 

Todos los antecedentes que llegan a conocimiento de la administración pública, 

a través de los fundamentos de hecho, en la generalidad de los casos se 

encuentran planteados a manera de hipótesis en el sistema jurídico, es decir se 

encuentran tipificados en una norma legal. 

 



 
 

Con la finalidad de resguardar el derecho a la seguridad jurídica de los 

administrados, es indispensable que se aplique la norma legal referente al caso 

en cuestión, dejando claro que adicionalmente se requiere que                

consten expresamente los artículos de la ley aplicados para llegar a una 

decisión. 

 

Cabe destacar que todas aquellas referencias doctrinales, costumbres 

jurídicas, fallos judiciales, derecho comparado y en general todas las fuentes 

de producción jurídica, forman parte de los fundamentos de derecho y sirven de 

manera instrumental para fundamentar o motivar un acto administrativo; no 

obstante en caso de existir norma expresa en la legislación interna, la ausencia 

de estos instrumentos legales complementarios no genera la falta de 

motivación jurídica. 

 

3.4.3 PROCESO LÓGICO-JURÍDICO PARA DETERMINAR LA 

CONSECUENCIA LEGAL. 

 

Con la sola inclusión cronológica de los antecedentes y la incorporación de las 

normas legales pertinentes, no podemos hablar de una motivación jurídica 

completa y cabal, considerando que el funcionario administrativo debe hacer  

un análisis intelectual en base a las reglas y principios de la lógica, tendiente a 

establecer la relación existente entre los antecedentes y las normas, para 

finalmente imponer la consecuencia lógica, que a su vez se presume legal y 

jurídica. 

 

En resumen concurren todos los elementos de la motivación jurídica cuando 

por ejemplo, el Director Regional del Litoral Sur del Servicio de Rentas 

Internas, emite una resolución sancionatoria por contravención, al establecer 

en contra de un determinado contribuyente, que del reporte de bienes 

inmuebles entregados por el Registro de la Propiedad, su patrimonio alcanza 

los USD. 500.000,00, no obstante no presentó la declaración patrimonial dentro 

de los plazos previstos en la ley (fundamentos de hecho), adicionalmente el 



 
 

artículo 69 del Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario 

Interno establece la obligación de presentar la declaración patrimonial, para 

todos los ciudadanos que posean un patrimonio mayor a los USD. 200.000.00 y 

los artículos 348 y 349 del Código Orgánico Tributario, tipifican que el 

incumplimiento de una norma legal es causal de contravención, sancionada 

pecuniariamente con hasta USD. 1,500.00 (fundamentos de derecho), por 

consiguiente se evidencia de forma clara, simple y lógica que el contribuyente 

incumplió su obligación de presentar la declaración patrimonial, incurriendo en 

una contravención y haciéndose acreedor a una multa de USD. 1,500.00. 

(proceso jurídico – lógico para establecer la consecuencia legal y la pertinencia 

de la motivación a los fundamentos de hecho y de derecho). 

 

3.5 CASUÍSTICA TRIBUTARIA. 

 

El ejercicio mental realizado en el párrafo precedente para ejemplificar la 

concurrencia de todos los elementos de la motivación jurídica dentro de un acto 

administrativo, también lo hemos realizado en casos reales del ámbito 

tributario, encontrando que una gran cantidad de actos administrativos si 

cumplen con todos los elementos de esta institución jurídica; sin embargo, 

existen todavía un buen número de resoluciones administrativas que denotan 

una inexistente, incompleta o falsa motivación. 

 

Lo usual sería analizar la casuística en base a sentencias judiciales que 

determinen la falta de motivación de los actos administrativos emitidos por el 

Servicio de Rentas Internas; no obstante, en el presente trabajo de 

investigación analizamos el documento fuente, para que previo al juzgamiento 

del tribunal competente, podamos establecer la correcta o incorrecta forma de 

motivar las decisiones de la Administración Tributaria. 

 

Para el efecto analizaremos un caso en el cual se motivó correctamente el acto 

administrativo y varios casos en los que la motivación en nuestro criterio carece 

de un elemento o característica constitutiva que la invalida. Este proceso nos 



 
 

ayudará posteriormente a establecer las consecuencias jurídicas de la falta de 

motivación jurídica, responsabilidades de los funcionarios públicos y las 

posibles acciones que pueden tomar los administrados para buscar la nulidad 

absoluta de todo lo actuado. 

 

3.5.1 CORRECTA MOTIVACIÓN. 

 

Podemos citar como ejemplo de acto administrativo motivado jurídicamente, la 

resolución sancionatoria No.- 1720110503851, emitida en contra de la 

compañía PRESTASALUD S. A., por el cometimiento de una falta 

reglamentaria, al emitir comprobantes de retención fuera del período de 

vigencia de la autorización otorgada por el Servicio de Rentas Internas. 

(ANEXO 4) 

 

En este caso se podrá notar que el Director Regional Norte del SRI, 

fundamenta la resolución citada, de la siguiente manera: 

 

Fundamentos de hecho:  

� Explicación de las diligencias probatorias realizadas previamente a la 

apertura del sumario, por ejemplo exhibición documental, requerimiento 

de comparecencia, etc.  

� Constatación física del hecho que produce la falta reglamentaria. 

 

Fundamentos de Derecho 

� Normas Legales que determinan su competencia. 

� Normas legales que le facultan a verificar el cumplimiento de las 

obligaciones de los contribuyentes. 

� Normas legales que sancionan la emisión del comprobante de retención 

fuera del plazo de vigencia. 

� Normas legales que determina el alcance de las faltas reglamentarias. 

� Normas legales que determinan la sanción por este incumplimiento. 

 



 
 

Proceso lógico – jurídico que determine la consecue ncia legal.   

� El SRI entrelaza de forma clara y precisa los antecedentes de hecho con 

los fundamentos de derecho, llegando a establecer a ciencia cierta el 

cometimiento de una falta reglamentaria. 

� El SRI determina la sanción aplicable para la falta reglamentaria en 

concreto. 

 

De esta forma se cumplió cabalmente con los elementos que conforman la 

motivación jurídica del acto administrativo; igualmente pudimos corroborar que 

la motivación fue expresa, clara, completa, legítima y lógica, otorgándole por 

consiguiente, plena eficacia jurídica a todo lo actuado por este funcionario  

público. 

 

3.5.2 INCORRECTA MOTIVACIÓN. 

 

La principal fuente generadora de actos administrativos inmotivados, 

definitivamente es la notificación de actas de fiscalización, proceso que realiza 

el Servicio de Rentas Internas en uso de su       facultad determinadora 

consagrada en el artículo 68 del Código Orgánico Tributario. Ejemplificamos la 

falta de motivación jurídica en base a los siguientes actos emanados de la 

Administración Tributaria: 

 

3.5.2.1 ACTA DE DETERMINACIÓN TRIBUTARIA.   

 

El primer acto administrativo inmotivado que analizaremos en el presente 

trabajo de investigación, constituye el Acta de Determinación Tributaria No.- 

1820040100101, emitida por el Director Regional del Centro 1 del Servicio de 

Rentas Internas, en contra del contribuyente Marco Velasco Freire, por 

supuestos ingresos no declarados en el impuesto a la renta del ejercicio fiscal 

2001.  

 



 
 

Del análisis del acta de determinación podemos establecer claramente que el 

acto administrativo emanado del Servicio de Rentas Internas carece de 

motivación jurídica, considerando que sustenta la glosa de la siguiente  

manera: 

 

Fundamentos de hecho:  

- El Contribuyente en el año 2001 registra en su contabilidad un ingreso a 

caja de varios millones de dólares. 

- Se revisaron las declaraciones del impuesto a la renta de los 10 

períodos anteriores al ejercicio fiscal 2001, estableciendo que el 

contribuyente  reportó ingresos que no representan ni el 1% del ingreso 

a caja registrado en el año 2001. 

 

Fundamentos de Derecho 

- Normas Legales de determinan su competencia. 

- Normas legales que le facultan a verificar el cumplimiento de las 

obligaciones de los contribuyentes. 

 

Proceso lógico – jurídico que determine la consecue ncia legal.   

- El SRI establece que el ingreso a caja realizado en el período fiscal 

2001, se genera por supuestos ingresos no declarados en los períodos 

fiscales anteriores y por consiguiente lo considera ingreso gravado en 

este año. 

- El SRI determina un impuesto a la renta por pagar, más intereses y 

multas. 

 

Resulta por demás notorio que este acto administrativo carece de toda 

motivación jurídica, ya que en ningún momento se incluyen los fundamentos de 

derecho; y es lógico que no se incorporen, ya que no existía norma legal que le 

faculte en ese momento a la Administración Tributaria a determinar 



 
 

obligaciones fiscales de esta manera totalmente injustificable e         

inadmisible. 61 

 

Adicionalmente a la clara falta de motivación jurídica, el acto administrativo 

suma matices de arbitrariedad, abuso de poder, pero sobre todo una ilegalidad 

manifiesta que perjudica no solo los legítimos derechos e intereses particulares 

del contribuyente, sino principios constitucionales como el de la seguridad 

jurídica de toda la sociedad ecuatoriana. 

 

3.5.2.2 RESOLUCIÓN RECLAMO DE IMPUGNACIÓN. 

 

El segundo acto administrativo que analizaremos, constituye la resolución al 

reclamo de impugnación emitida por el Director Regional del Norte del Servicio 

de Rentas Internas, en contra del contribuyente ACOPIO DE GRASAS S. A. 

ACOGRASAS, por supuestos ingresos no declarados en el impuesto a la renta 

del año 2007.  

 

Del análisis de la resolución administrativa podemos establecer claramente que 

el acto emanado del Servicio de Rentas Internas carece de motivación jurídica, 

considerando que el funcionario público sustenta la ratificación de la glosa de la 

siguiente  manera: 

 

Fundamentos de hecho:  

o El Contribuyente en el año 2007 emite una factura de exportación de 

aceite desde la zona franca de Esmeraldas, únicamente para cumplir 

con el requisito para la salida del inventario de los tanques de 

almacenaje de la zona franca. 

                                                 
61 Cabe mencionar que el acto administrativo en mención, fue emitido el 22 de Octubre del año 
2004, fecha en la cual no existía ninguna norma legal que permita determinar obligaciones 
presentes, en base a los supuestos ingresos no declarados de años anteriores; no obstante a 
partir del año 2009, se incorporó a la legislación tributaria la figura del incremento patrimonial 
no justificado, dando nacimiento a la famosa declaración patrimonial, obligación que en algo se 
parece a la actuación ilegal y arbitraria que realizó el SRI, para determinar impuesto a la renta 
del período fiscal 2001.   



 
 

o Esta factura no fue declarada como ingreso, ya que la compañía alega 

que nunca se realizó la venta del aceite, ya que la actividad de la 

empresa solo era almacenar y entregar, más no vender el aceite. 

o La venta del aceite la realizó el dueño del inventario, empresa que 

efectivamente declaró y pago el impuesto a la renta. 

 

Fundamentos de Derecho 

o Normas Legales de determinan su competencia. 

o Normas legales que le facultan a verificar el cumplimiento de las 

obligaciones de los contribuyentes. 

o Normas pertinentes a la generación de ingresos gravados y a la  

determinación del impuesto a la renta.  

 

Proceso lógico – jurídico que determine la consecue ncia legal.   

o El SRI establece que al haber emitido una factura, el contribuyente 

configuró una venta y por consiguiente debe pagar el impuesto a la renta 

del período correspondiente. 

 

Resulta por demás notorio que este acto administrativo carece de motivación 

jurídica, considerando que contraviene la característica que obliga a que la  

motivación deba ser lógica, ya que al momento de valorar la prueba, el SRI  

determina la existencia de un ingreso, exclusivamente basado en la emisión de 

la factura, ignorando que la empresa probó documentadamente que nunca 

registró un inventario, que nunca fue propietario del aceite, que nunca ingresó 

dinero a la cuenta bancaria por la supuesta venta, que la compañía emitió una 

factura de comisión posterior, transacción que se sustenta con el comprobante 

de venta, cheque, ingreso, y retención, que otro contribuyente emite una 

declaración jurada explicando que el inventario, y por ende el ingreso y costo 

de ventas se encuentra registrado en su contabilidad, sumatoria de 

documentos legales y contables que evidencian la falta de aplicación del 

sentido lógico al momento de analizar las pruebas que formaron parte del 

expediente administrativo. 



 
 

 

De igual forma podríamos afirmar que la resolución administrativa carece de 

fundamentos de derecho, si tomamos en consideración que no existe norma 

jurídica en la legislación tributaria que establezca que el ingreso se genera por 

la emisión de la factura, ya que lo correcto es generar el ingreso cuando se 

realiza la actividad económica en nuestro país (Ingreso en Fuente 

Ecuatoriana). 

  

3.5.2.3 RESOLUCIÓN SANCIONATORIA POR CONTRAVENCIÓN.  

 

El tercer acto administrativo que analizaremos, constituye la Resolución 

Sancionatoria No.- 1720110501343, en la que se establecía una multa de USD. 

1,500.00, en contra del contribuyente Sr. Cesar Pastor, por el supuesto 

incumplimiento en la presentación de la Declaración Patrimonial del ejercicio 

fiscal del año 2008, aduciendo que el monto total de los activos establecidos en 

la declaración del Impuesto a la Renta del mismo período, superaba la base de 

los USD. 200.000 (DOSCIENTOS MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS 

DE AMÉRICA). (ANEXO 5) 

 

Este caso es importante para nuestro análisis, considerando que normalmente 

los profesionales del derecho se limitan a revisar si el acto administrativo, 

cuenta con los fundamentos de hecho, fundamentos de derecho, y si el 

funcionario público realiza el ejercicio jurídico-lógico para establecer la sanción 

aplicable al caso concreto.  

 

Si la motivación tuviera un alcance tan limitado podríamos afirmar que el acto 

administrativo en cuestión estaría motivado correctamente, ya que se 

establecen los antecedentes detallando el valor de los activos declarados por el 

propio contribuyente (Fundamentos de Hecho), las normas legales que obligan 

a las personas naturales con un patrimonio mayor a los USD. 200.000 a 

presentar la declaración patrimonial y las normas legales que determinan el 

alcance de la contravención y la sanción aplicable (Fundamentos de Derecho); 



 
 

para finalmente en la parte resolutiva establecer la multa de USD. 1,500.00 en 

contra del contribuyente (Análisis jurídico-lógico que determine la consecuencia 

legal). 

 

No obstante la motivación jurídica como lo analizamos a lo largo de este trabajo 

de investigación, se compone de una compleja estructura de elementos, 

características y principios que no pueden subsistir de forma aislada, 

necesitando la concurrencia de todos los componentes para configurar una 

motivación jurídica válida para el mundo del derecho. 

 

Es así que este acto administrativo efectivamente cuenta con todos los 

elementos de la motivación, sin embargo contraviene el principio constitucional 

de igualdad ante la ley, considerando que la mayoría de contribuyentes que 

fueron multados en casos análogos, tan solo les impusieron una sanción 

pecuniaria de USD. 88.00, denotando un evidente menoscabo de los derechos 

del contribuyente.  

 

Para que la Administración Tributaria tenga una idea de lo que es 

verdaderamente motivar un acto y lo que su incumplimiento conlleva, tomemos 

como referencia al Derecho Comparado y en este caso particular las reglas de 

la motivación dictadas por el Consejo de Estado Francés, recopiladas por el 

tratadista Canasi, en el siguiente texto 

 

“1a. regla: ‘Los agentes públicos están obligados a motivar sus 

actos, cuando la ley o un reglamento así lo dispone’  

 

2a regla: ‘Cuando un agente público está obligado, según las leyes y 

reglamentos, a motivar su acto, debe hacerlo, bajo pena de nulidad 

del acto. La ausencia de normas jurídicas aplicables es entonces un 

vicio radical’.  

 



 
 

3a regla: ‘Cuando un agente público expresa, en el acto mismo, los 

motivos que le han hecho obrar, estos motivos, por lo mismo que 

están expresados en el acto, se consideran, en principio, 

determinantes’.  

 

4a regla: ‘Cuando la ley o un reglamento obligan a un agente público 

a dar a conocer los motivos del acto jurídico que realiza, debe 

exponer dichos motivos de manera clara y precisa, y no mediante 

fórmulas de estilo, fórmulas ganzúas, o frases sin significación 

exacta’.  

 

5a regla: ‘Los motivos alegados deben ser materialmente exactos’.  

 

6a regla: ‘El motivo determinante invocado debe ser lícito’.  

 

7a regla: ‘Cuando los motivos de derecho determinantes son 

múltiples, si uno de ellos se considera ilícito, se deberá investigar si, 

fuera del motivo determinante de derecho que subsisten, son 

suficientes para legitimar el acto jurídico’.  

 

8a regla: ‘Los agentes públicos no pueden sustraerse al control 

jurisdiccional, sosteniendo que los motivos determinantes son de 

orden político’.  

 

9a regla: ‘En principio el juez no investiga de oficio los motivos 

determinantes; solamente los examina si se le señalan y si se los 

critica’.  

 

10a regla: ‘El juez no puede apreciar la oportunidad de las medidas 

adoptadas por los agentes administrativos. No puede dictar una 

sentencia sobre la aptitud del agente administrativo, cuando deduce 



 
 

consecuencia de motivos determinantes materialmente exactos y 

lícitos’.  

 

11a regla: ‘La prueba del motivo determinante incumbe a aquel que 

critica el motivo, debiendo resultar de las piezas del expediente”62 

 

3.6 PANORAMA NORMATIVO. 

 

Como hemos podido observar abunda la doctrina y la jurisprudencia que trata 

acerca de la motivación de las sentencias judiciales y los actos administrativos; 

característica repetida al momento de analizar la legislación de nuestro país, 

considerando que la naturaleza, forma, contenido y efectos de la motivación 

jurídica se encuentran expresamente consagrados en diversas leyes, 

reglamentos y decretos, de los cuales los más importantes detallamos a 

continuación: 

 

En primera instancia cabe recalcar que la motivación jurídica es un principio 

fundamental del debido proceso, consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal 

l) de la Constitución de nuestro país, norma que transcribimos previamente en 

título inicial de este capítulo.  

 

La Ley de Modernización del Estado o conocida también como la Ley 50, 

publicada en el Registro Oficial 349 del 31 de Diciembre del año 1993, estableció 

por primera vez de forma clara en su artículo 31, la obligación que tienen los 

funcionarios de la administración pública de motivar sus actos administrativos, 

norma que expone: 

 

“Art. 31 .- MOTIVACION.- Todos los actos emanados de los órganos 

del Estado, deberán ser motivados. La motivación debe indicar los 

presupuestos de hecho y las razones jurídicas que han   

determinado la decisión del órgano, en relación con los resultados 
                                                 
62  José Canasi, "Derecho Administrativo’, Editorial Depalma,  Madrid – España, pág. 174 y 175 
 



 
 

del procedimiento previo. La indicación de los presupuestos de 

hecho no será necesaria para la expedición de actos 

reglamentarios.” 

 

Concordantemente el Reglamento General a la Ley de Modernización del 

Estado, expedido mediante decreto ejecutivo No.- 2328, publicado en el 

registro oficial No.- 581 del 2 de diciembre del año 1994, en su artículo 20 

establece expresamente los parámetros de la motivación jurídica, pero 

adicionalmente establece que la falta de motivación por parte del organismo  

público, conlleva un acto violatorio de ley, hecho que da cabida a la 

responsabilidad personal del funcionario público, conforme lo analizaremos 

posteriormente. 63 

 

Otro cuerpo normativo que regula el principio de motivación jurídica, es el 

tantas veces nombrado Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 

Función Ejecutiva (Sustituido por el Art. 1 del Decreto Ejecutivo 3389, R.O. 733, 

27-XII-2002), que en su artículo 122 establece la nulidad de los actos que 

carezcan de suficiente motivación jurídica y cuyo contenido transcribo a 

continuación: 

 

“Artículo 122.- Motivación.-La motivación de los actos que pongan fin 

a los procedimientos se realizará de conformidad con lo que dispone 

la Constitución y la ley y la normativa aplicable. La falta de motivación 

entendida ésta como la enunciación de las normas y de los hechos 

particulares, así como la relación coherente entre éstas y aquellos 

produce la nulidad absoluta del acto administrativo o resolución. El 

                                                 
63 El Reglamento General a la Ley de Modernización del Estado, se expidió mediante decreto 
ejecutivo No.- 2328, publicado en el registro oficial No.- 581 del 2 de diciembre del año 1994, 
estableciendo en su artículo 20 expresamente lo siguiente: “Art. 20.- De conformidad con el 
artículo 38 de la Ley de Modernización los actos que emanen de un órgano del Estado y que 
no se encuentren debidamente motivados se considerarán como actos violatorios de ley.  
La motivación de una decisión, resolución o fallo debe comprender tanto los antecedentes o 
presupuestos de hecho y las razones jurídicas que la determinaron. Tanto los unos como los 
otros deberán constar en el documento u oficio en que se materialice la decisión de manera 
que los interesados los puedan conocer directamente.”  



 
 

acto deberá ajustarse a lo dispuesto en el Reglamento para el Control 

de la Discrecionalidad de los Actos de la Administración Pública.” 

 

Esta disposición se relaciona con la normativa constante en el artículo 4 del 

Reglamento para el Control de la Discrecionalidad de los actos de la 

administración pública, norma que en el Ecuador, deja sin cabida a la corriente 

de la subsanación de la falta de motivación jurídica, ya que expresamente la 

reconoce como un elemento esencial que determina la nulidad de pleno 

derecho, conforme consta a continuación: 

 

“Art. 4.- De la motivación.-  Siempre que la administración dicte 

actos administrativos es requisito indispensable que motive su 

decisión, en los términos de la Constitución y este reglamento.  

 

La motivación no es un requisito de carácter meramente formal, sino 

que lo es de fondo e indispensable, porque sólo a través de los 

motivos pueden los interesados conocer las razones que justifican el 

acto, porque son necesarios para que pueda controlarse la actividad 

de la administración, y porque sólo expresándolos puede el 

interesado dirigir contra el acto las alegaciones y pruebas que 

correspondan según lo que resulte de dicha motivación que, si se 

omite, puede generar la arbitrariedad e indefensión prohibidas por la 

Constitución.  

 

La motivación se constituye como la necesaria justificación de la 

discrecionalidad reglada administrativa, que opera en un contexto 

diferente al de la propia decisión. Aquella será atacable en 

materialidad a través de la desviación de poder o la falta de causa 

del acto administrativo, pero en el caso de los actos discrecionales 

encontrará su principal instrumento de control en la justificación, 

precisamente por la atenuación de la posible fiscalización sobre los 

otros elementos del acto administrativo.” (ANEXO 6) 



 
 

 

Finalmente aunque de forma general, no deja de ser importante por la teoría de 

la especialidad, que el Código Tributario, obligue a los funcionarios que 

conforman la Administración Tributaria a hacer uso de su facultad resolutiva, 

pero con la debida motivación, de conformidad con lo establecido en el artículo 

69 de este cuerpo legal, norma que dispone: 

 

“Art. 69.- Facultad resolutiva.-  Las autoridades administrativas que 

la ley determine, están obligadas a expedir resolución motivada, en 

el tiempo que corresponda, respecto de toda consulta, petición, 

reclamo o recurso que, en ejercicio de su derecho, presenten los 

sujetos pasivos de tributos o quienes se consideren afectados por un 

acto de administración tributaria.” 

 

3.7 INVALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

La doctrina es clara al señalar dos grados de invalidez de los actos 

administrativos: la nulidad absoluta (de pleno derecho) y la nulidad relativa 

(anulabilidad), y un tercero y polémico que es la inexistencia. Lastimosamente 

en el Código Orgánico Tributario y en el ERJAFE no se hace referencia a la 

existencia o a un régimen particular del que se puede deducir este grado de 

invalidez. 

 

Esta distinción resulta notoriamente importante ya que los efectos producidos 

son disímiles y por lo tanto no constituye únicamente un estilismo jurídico, 

conforme lo manifiesta García Trevijano, al exponer: 

 

“únicamente interesan las categorías jurídicas en tanto en cuanto 

de ellas deriven consecuencias distintas, pues de lo contrario 

estaríamos creando un estilismo jurídico separado de la realidad y 



 
 

del fin último del derecho que, al fin y a la postre, es lo único que 

importa”64  

 

3.7.1 NULIDAD ABSOLUTA O DE PLENO DERECHO. 

 

La nulidad absoluta de los actos administrativos como lo establece la doctrina, 

se origina por un vicio especialmente grave y manifiesto, capaz de producir la 

total ineficacia del acto que lo contiene. Este tipo de nulidad se produce por la 

inobservancia de los requisitos sustanciales de los actos administrativos.  

 

Al respecto el Código Orgánico Tributario es claro al expresar en el artículo 132 

algunas causales de nulidad absoluta entre las cuales están las siguientes: 

 

• Si han sido dictados por autoridad manifiestamente incompetente. 

• Cuando han sido expedidos con prescindencia de las normas de 

procedimiento o de las formalidades que la ley prescribe, siempre que se 

haya obstado el derecho de defensa o que la omisión hubiera inferido en 

la decisión del reclamo. 

 

Por consiguiente la nulidad absoluta genera total invalidez del acto 

administrativo, de manera inmediata, sin que por lo tanto sea susceptible de 

subsanarse; esta nulidad se origina por sí misma y cabe oponerla en contra o a 

favor de cualquiera, como sanción aplicable a los actos ilegales; además es 

imprescindible destacar que el acto nulo no es susceptible de convalidación 

conforme se establece en el fallo 38-93, R.O. No. 506 del 31 de enero de 2002 

expedido por la Sala de lo Fiscal de la ex Corte Suprema de Justicia actual 

Corte Nacional de Justicia que establece: 

 

“TERCERO.- Si bien el Art. 85 del Código Tributario, vigente en la 

actualidad como también lo estuvo a la época del acto administrativo 

                                                 
64 64 García-Trevijano José. “Los actos administrativos” Editorial Civitas, Madrid –España, 1991, 
págs. 387-388. 



 
 

de determinación (noviembre de 1976), dispone que: “Todo acto 

administrativo relacionado con la determinación de obligación 

tributaria, así como las resoluciones que dicten las autoridades 

respectivas, se notificará a los 73 peticionarios o reclamantes y a 

quienes puedan resultar directamente afectados por esas 

decisiones, con arreglo a los preceptos de este Código.- 

El acto de que se trate no será eficaz respecto de quien no se 

hubiere efectuado la notificación”; la norma transcrita debe ser 

analizada y aplicada en su real contenido; efectivamente, ella ordena 

en forma indiscutible que todo acto de la administración que tenga 

por objeto, entre otros, la determinación de obligaciones tributarias 

debe ser previamente notificada a quien pueda afectarla 

directamente y su cumplimiento sanciona, no con nulidad per se, del 

acto no notificado, como sostiene el recurrente, sino con su eficacia. 

Se hace necesario, por tanto, distinguir estos dos conceptos: La 

nulidad, al menos cuando ella es absoluta y por tanto no puede 

convalidar, afecta a la existencia misma del acto, a tal punto que el 

acto absolutamente nulo, no solo que no puede convalidar sino que 

jurídicamente no existió y por ende no produjo efecto alguno y las 

cosas deben volver a su estado inicial; en cambio la ineficacia de un 

acto administrativo no afecta a su existencia misma, sino solo al 

efecto que está llamado a producir. El acto ineficaz existe pero los 

efectos del mismo no se pueden dar sino en la medida en que el 

afectado lo convalide mediante su voluntaria aceptación de 

intervención”. 

 

Asimismo Bocanegra sobre este tema nos dice lo siguiente: 

 

 “[…] Así pues, aunque el acto nulo sea ineficaz y no obligue a 

nadie a su cumplimiento, el particular deberá impugnarlo para evitar 

que la Administración haga uso de sus poderes de ejecución de 

oficio e imponga su contenido en la realidad por la vía de los hechos, 



 
 

lo que no significa, en absoluto, como se ha notado, que el acto nulo 

sea eficaz, sino, sencillamente que, con frecuencia, resulta preciso 

salir al paso de la pura vía de hecho en que la ejecución de un acto 

nulo de pleno derecho se convierte.”  

 

La nulidad de un acto administrativo produce distintos efectos jurídicos entre 

los cuales están los siguientes: su ineficacia, la recurrencia en cualquier tiempo 

a los órganos judiciales, insubsanabilidad del vicio de nulidad y, su 

correspondiente declaración de nulidad. De igual forma la doctrina establece 

que la nulidad debe ser declarada en sentencia de mérito, de oficio o a petición 

de parte, conforme lo establece el artículo 132 del Código Orgánico Tributario, 

norma que expresa: 

 

“Articulo 132.-  se declarará de oficio o a petición de parte la nulidad 

de los actos administrativos por vicios de competencia o de 

procedimiento. Para que ocurra lo segundo debe haberse obstado el 

derecho de defensa o que la omisión hubiera influido en la decisión 

del reclamo.”  

 

3.7.2 CONSECUENCIAS DE LA NULIDAD RADICAL O DE PLEN O 

DERECHO. 

 

Podemos concretar las consecuencias acaecidas de este tipo de nulidad de los 

actos administrativos, en las siguientes: 

    

 Ineficacia “ ipso iure ” .- Se refiere a la generación de efectos propios y 

definitivos, sin la necesidad de la concurrencia de agentes externos; es 

decir que la nulidad de pleno derecho, se produce sin necesidad de 

sentencia o declaratoria de una autoridad, posibilitando a que los 

funcionarios y administrados legítimamente desconozcan los actos 

nulos. 



 
 

Esta consecuencia y característica inherente a este tipo de nulidad, 

lastimosamente se ve limitada en la práctica, por la legislación interna de varios 

países que erróneamente exigen la declaratoria de nulidad absoluta para 

desvanecer los efectos iniciales de su ejecución y otorgarles matices de 

ilegitimidad. 

 

 No- convalidación.-  El acto administrativo que tiene un vicio de nulidad 

absoluta, de ninguna manera puede ser objeto de convalidación, ya que 

la gravedad de la omisión o vicio obliga a la  pues la gravedad del vicio 

obliga al ocaso de dicho acto. 

 

Este vicio no podrá subsanarse ni siquiera con la conformidad del administrado; 

como destacan García de Enterría y Fernández, los vicios de nulidad absoluta 

son de orden público, que trascienden el interés individual, y por consiguiente, 

que imponen la extinción en aras de la regularidad y conformidad del derecho. 

La administración, por consiguiente, no tendría otra opción que la de declarar 

nulo el acto viciado, justamente porque está subordinada al derecho y mal 

podría tolerar, en contra elección con el principio, que existan actos 

radicalmente ilegítimos y que admita la posibilidad de sus efectos, cuando el 

orden jurídico establece su nulidad radical. 

 

Por consiguiente la administración pública de oficio puede extinguir el acto y 

suspender inmediatamente sus efectos de conformidad en lo establecido en el 

artículo 132 del Código Orgánico Tributario en concordancia con los artículos 

167 y 189 de ERJAFE; de igual manera el juez puede declarar la nulidad 

aunque no se haya alegado conforme lo establecen los artículos 287 y 288 del 

Código Orgánico Tributario. 

 

 Efectos “erga-omnes” .- En cuya virtud cabe oponerla o tenerla en 

cuenta en contra o a favor de cualquiera, habida cuenta de la indignidad 



 
 

o inadecuación del acto nulo para la protección jurídica de toda la 

sociedad. 

 

Adicionalmente podemos anotar como consecuencias visibles de la nulidad de 

pleno derecho, que su presencia afecta a las presunciones legalidad, 

ejecutoriedad, pero sobre todo la validez del acto; adicionalmente la 

declaratoria de nulidad o la constatación del vicio producen siempre efectos “ex 

tunc”, ya que se retrotrae al momento que se dictó el acto viciado   

 

3.7.3  LA NULIDAD RELATIVA. 

 

Una forma de invalidez menos grave es la nulidad relativa ya que se limita a los 

actos viciados por omisión de una formalidad establecida, no afectando la 

esencia misma del acto y la declaración de la voluntad de la administración 

pública. 

 

El acto administrativo que tenga un vicio de nulidad relativa es decir que sea 

anulable, puede considerarse un acto irrevocable por la administración, 

siempre que haya generado derechos a favor de los particulares y sea firme en 

derecho; por consiguiente su revocatoria, genera el vicio de nulidad absoluta, 

respecto del nuevo acto emanado de la autoridad administrativa. 

 

3.7.4 INEXISTENCIA DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

Esta tendencia constituye una marcada fuente de discusión entre los tratadistas 

del Derecho Administrativo de todo el mundo, motivo por el cual muy pocas 

legislaciones le otorgan un reconocimiento normativo expreso. Se plantea que 

un acto es inexistente al carecer de elementos esenciales de fondo que 

configuran su nacimiento a la vida del derecho, como por ejemplo la 

competencia, entendiendo que no existe el acto cuando no lo suscribe la 

autoridad que debe hacerlo.  



 
 

 

Los actos inexistentes, como es fácil de comprender, no surten efectos legales, 

por consiguiente ni siquiera es necesario pedir la anulación de tales actos 

porque solo se anula lo que ha adquirido vida jurídica. Sin embargo, la cuestión 

de la inexistencia del acto administrativo plantea no pocas dificultades; ya que 

pueden darse situaciones que den lugar a confusiones por la marcada 

apariencia del acto o bien se puede tratar de obtener de un acto aparente 

alguna consecuencia jurídica.  

 

Es comprensible que en el presente trabajo de titulación le prestemos mayor 

atención a la nulidad de pleno derecho, por sobre la nulidad relativa o la 

inexistencia como teoría de invalidez del acto, considerando que la motivación 

jurídica es un elemento esencial, cuya presencia es indispensable para hablar 

de un acto administrativo válido, generando su ausencia, nulidad absoluta y por 

consiguiente invalidez para el mundo del derecho. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

CAPÍTULO IV 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

4.1 CONCLUSIONES.  

Las conclusiones obtenidas del estudio y la investigación realizada dentro del 

presente trabajo de titulación, son las siguientes: 

 

1. Existe una gran cantidad de doctrina tanto de tratadistas ecuatorianos, 

como hispanoamericanos, que desarrollan los temas que conforman el 

ámbito de aplicación del Derecho Administrativo; empero, se denota 

claramente que en el Ecuador, es insipiente la producción literaria en 

materia fiscal, encontrando muy pocas referencias bibliográficas locales 

para el desarrollo de nuestra investigación. 

 

2. Es notoria la gran cantidad de contradicciones doctrinarias que 

encontramos en la estructuración de los diferentes temas tratados en 

esta tesis, especialmente la frontal confrontación existente respecto a la 

autonomía del Derecho Tributario; no obstante, a pesar de las 

objeciones planteadas por los administrativistas, resulta evidente la 

independencia dogmática, en los ámbitos teórico, práctico, académico  

y normativo del Derecho Tributario como disciplina autónoma del 

Derecho Público. 

 
3. Existen una gran cantidad de sentencias en articular y jurisprudencia 

obligatoria en general, que establecen los parámetros fundamentales, 

por los cuales se tiene que regir el Servicio de Rentas Internas para la 

emisión de actos administrativos especializados en materia tributaria, 

estableciendo también las consecuencias relacionadas a la eficacia o 

no de dicho acto. 

 
4. La motivación como lo analizamos oportunamente constituye el soporte 

del ejercicio de la función administrativa, ya que actúa como un 



 
 

mecanismo de autotutela jurídica que evita el cometimiento de 

arbitrariedades y abusos de poder por parte de los órganos o 

funcionarios que conforman la administración pública. 

 
5. La motivación jurídica tiene un alcance teórico, mucho mayor al que se 

le pretende otorgar en la práctica, considerando que adicionalmente a 

sus elementos formativos, como son los fundamentos de hecho y 

derecho y el análisis jurídico – lógico que determine la consecuencia 

legal, necesita del cumplimiento de una serie de requisitos y el respeto 

de una gran cantidad de principios, para considerarse completa y por 

consiguiente válida en el mundo del derecho. 

 
6. El Ecuador cuenta con un avanzado desarrollo normativo – regulatorio, 

para garantizar la correcta motivación jurídica de los actos 

administrativos, partiendo desde una clara normativa Constitucional 

hasta una abundante regulación legal y reglamentaria; no obstante 

varios entes de la administración pública y en particular de la 

administración tributaria, continúan emitiendo varios actos 

administrativos sin la debida motivación o con un falsa motivación 

jurídica. 

 
7. Resulta incontrovertible el hecho de la gran cantidad de errores 

cometidos por la  Administración Tributaria, al momento de motivar sus 

actos discrecionales, barbarie jurídica causada por el incipiente 

conocimiento técnico-jurídico, de sus funcionarios administrativos y por 

la masificación de los actos administrativos, para el ejercicio de las 

facultades sancionatorias, determinativas y de control. 

 
8. La falta de motivación o la falsa motivación jurídica, no genera efectos 

dañinos únicamente en la naturaleza y existencia del acto 

administrativo, pues a la vez soslaya los legítimos derechos de los 

ciudadanos, tanto al debido proceso como al legítimo derecho a la 

defensa, a la seguridad jurídica, etc.  

 



 
 

9. Existen una serie de acciones legales administrativas, judiciales, 

constitucionales e incluso otro tipo de acciones supranacionales 

basadas en el Derecho Internacional Público y la protección de los 

Derechos Humanos, que amparan a los contribuyentes o administrados 

cuyos derechos fueron afectados por ilegales, ilegítimas o arbitrarias 

actuaciones de la Administración Pública. 

 
4.2 RECOMENDACIONES.  

 

Creemos que se concretaría un gran aporte a la consolidación de la motivación 

jurídica, si los diferentes entes públicos aplican las recomendaciones que 

planteamos a continuación: 

 

1. En indispensable concientizar e instruir a todos los funcionarios que 

forman parte de la administración pública en general, y de la 

Administración Tributaria en particular, de la importancia que tiene la 

motivación jurídica al representar un efectivo mecanismo de autocontrol, 

para evitar la extralimitación de sus facultades o potestades otorgadas  

por la ley. 

 

2. La Administración Tributaria dentro de las campañas implementadas, 

para generar cultura tributaria en los ciudadanos de nuestro país, 

también deberá difundir los derechos constitucionales en materia 

tributaria, consagrados en beneficio de cada contribuyente, empezando 

por divulgar el derecho constitucional al debido proceso, dentro del cual 

se encuentra la obligación de motivar los actos administrativos, 

emanados de la administración tributaria. 

 
3. Las Universidades y en especial las Facultades de Derecho de todo el 

país, deben adoptar un rol protagónico, en la enseñanza de la 

motivación jurídica como principio fundamental de un Estado de 

Derecho. 

 



 
 

4. La UDLA a través de sus consultorios jurídicos gratuitos, podría ampliar 

sus lineamientos de servicio a la sociedad, patrocinando a todos los 

pequeños contribuyentes que necesiten tutelar sus derechos, afectados 

por actos inmotivados o arbitrarios. 

 
5. La normativa tributaria tiende  a endurecer las sanciones en contra de 

los contribuyentes, incluso penalizando gran parte de las actuaciones 

que se consideran ilícitos en materia tributaria, por lo tanto sería justo y 

razonable que también se incrementen las sanciones reales y 

personales, en contra de los servidores que cometan actuaciones 

consideradas como ilegítimas, ilegales o arbitrarias. 
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